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I.
RESUMEN

1.
El 22 de mayo de 2000, la Sociedad Interamericana de Prensa (SIP) (en adelante, “el peticionario”) presentó una denuncia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “la Comisión” o “la CIDH”), contra la República Federativa del Brasil (en adelante, “Brasil” o “el Estado”). La petición indica que el Sr. Manoel Leal de Oliveira fue asesinado el 14 de enero de 1998, en el estado de Bahia, por motivos supuestamente relacionados con el ejercicio de la profesión de periodista. En sus escritos adicionales, el peticionario destaca que, pasados varios años, el crimen sigue impune. En la  petición se denuncia la violación de los derechos consagrados en los artículos 4 (derecho a la vida), 13 (derecho a la libertad de pensamiento y expresión), 8 (derecho a las garantías judiciales) y 25 (derecho a la protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, “la Convención Americana”) en conexión con el artículo 1(1) del mismo instrumento, en perjuicio de Manoel Leal de Oliveira.

2. 
El Estado no impugnó los hechos alegados por el peticionario.

3. 
Al analizar la admisibilidad del caso en el presente Informe, la Comisión concluye que la petición reúne los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención. La CIDH también concluye que el Estado es responsable de la violación de los derechos a la vida, a la libertad de pensamiento y expresión, a las garantías judiciales y a la protección judicial, respectivamente consagrados en los artículos 4, 13, 8 y 25 de la Convención Americana, todos relacionados con la obligación que impone el artículo 1(1) del mismo tratado, de respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención, en perjuicio de Manoel Leal de Oliveira y sus familiares. Por último, la Comisión presenta sus recomendaciones al Estado en los términos del artículo 50 de la Convención Americana.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
4.
El 22 de mayo de 2000, la Comisión recibió la denuncia, a la que asignó el número 12.308. El 14 de julio de 2000, la Comisión la remitió al Estado, concediéndole el plazo de tres meses para que presentara información. El 13 de febrero de 2001, la Comisión reiteró al Estado la solicitud de 14 de julio de 2000 y le otorgó 30 días para responder. El 12 de febrero de 2002, la CIDH recibió información adicional de los peticionarios.
5.
El 24 de enero de 2003, la Comisión comunicó al Estado que, ante la falta de respuesta a los pedidos de información, había decidido aplicar lo dispuesto en el artículo 37.3 de su Reglamento y diferir el tratamiento de las cuestiones de admisibilidad, para considerarlas conjuntamente con las de mérito. Por consiguiente, la Comisión solicitó a los peticionarios que presentaran sus observaciones sobre los méritos en el plazo de dos meses. El 21 de marzo de 2003, la CIDH recibió observaciones sobre los méritos de parte del peticionario, las que fueron remitidas al Estado el 24 de abril de 2003.
6.
El 10 de septiembre de 2004, la Comisión solicitó al Estado y al peticionario información actualizada sobre la situación del proceso judicial y copia de las partes pertinentes de sus autos, las que fueron enviadas por el peticionario y remitidas al Estado el 10 de mayo de 2005.

7.
El 27 de enero de 2006, la Comisión comunicó a las partes su disposición para mediar un acuerdo de solución amistosa. El peticionario envió una nota manifestando su disposición para iniciar dicho procedimiento. El 16 de febrero de 2006, el Estado presentó un documento solicitando una prórroga de 30 días para presentar la propuesta de solución amistosa, a lo que la Comisión accedió por comunicación de 28 de febrero de 2006.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES 

A.
Posición del peticionario 

8.
El peticionario alega que el periodista Manoel Leal de Oliveira fue asesinado por motivos relacionados con el ejercicio de su actividad profesional, lo que implicaría el cercenamiento del derecho consagrado en el artículo 13 de la Convención Americana. En relación con los requisitos de admisibilidad, alega que, pasados cinco años de cometido el crimen sin la conclusión del proceso penal, se habría configurado un atraso injustificado, aplicándose la excepción del agotamiento de los recursos internos prevista en el artículo 47(2)(c) de la Convención.


9.
Subraya que el 14 de enero de 1998, Manoel Leal de Oliveira fue ejecutado en la ciudad de Itabuna, estado de Bahia, por pistoleros de la región. El hecho habría ocurrido tras la publicación de diversas denuncias en el periódico “A Região”, del que Manoel de Oliveira era editor, sobre la corrupción e irregularidades presuntamente cometidas por funcionarios del gobierno municipal y autoridades policiales.

10.
Según relata el peticionario, el periodista Manoel Leal de Oliveira era casado, padre de tres hijos y fundador del periódico “A Região”. Manoel Leal de Oliveira era conocido en su ciudad por su inveterado activismo, llegando a responder a varios procesos judiciales por denunciar actos de corrupción que involucraban a políticos locales.


11.
De acuerdo con el peticionario, en 1997 Manoel Leal y su amigo Flavio Eduardo Monteiro, director comercial del periódico, habrían sido advertidos por personas de la administración municipal de que se había encomendado la muerte de aquél. Subraya que, pocos meses antes del crimen, “A Região” había publicado una serie de denuncias contra el alcalde de Itabuna, Fernando Gomes Oliveira, y el comisario de la División de Delitos Económicos, Gilson Prata, que investigaba fraudes en la alcaldía.


12.
El peticionario afirma que, el día del crimen, un grupo de sospechosos habría sido visto en las cercanías de la casa del periodista, en una camioneta Silverado, con dos hombres en la parte trasera y otro como conductor. Destaca que, ese mismo día, Manoel de Oliveira habría recibido una amenaza telefónica y que un funcionario de su empresa le habría informado sobre una conspiración para agredirlo.


13.
Alega el peticionario que, el 14 de enero de 1998, poco antes de las 20.00 horas, Manuel Leal de Oliveira volvía en coche para su casa, situada en la calle número 1 del barrio Jardim Primavera, ciudad de Itabuna. Indica que tres hombres a bordo de una camioneta Chevrolet blanca, del tipo “Silverado”, lo esperaban a pocos metros de la casa. Cuando el periodista estacionó su coche, dos hombres habrían salido de la camioneta y uno de ellos le disparó varias veces. Las últimas balas alcanzaron a la víctima en la espalda, cuando trataba de huir para el domicilio de su hijo Marcel, dos casas más adelante. Herido de diversos disparos de bala, Manoel Leal de Oliveira fue trasladado al hospital en su propio vehículo por familiares y murió en el trayecto.

14.
El peticionario destaca que dos de los principales sospechosos de ser los ejecutores del crimen, Monzar Brasil (también conocido como Mozart Brasil) y Roque Souza, trabajaban como asesores del comisario de policía Gilson Prata. Otro sospechoso, Marcones Rodrígues Sarmento, sería funcionario de una empresa del marido de Maria Alice Araújo, secretaria de gobierno del municipio de Itabuna.


15.
El peticionario afirma que la investigación policial fue iniciada y conducida por el comisario João Jacques Valois Coutinho, quien, tras interrogar a 25 personas, emitió el informe final sobre el caso el 13 de agosto de 1998, considerando que no existían pruebas suficientes para indiciar a ninguno de los sospechosos.


16.
Destaca que, por una llamada telefónica anónima recibida por la Policía Federal, se obtuvieron los nombres de los sospechosos del homicidio: Marcones Rodrigues Sarmento, Monzar da Costa Brasil y Roque Cardoso Souza, los dos últimos, policías civiles del estado de Bahia.


17.
El peticionario alega que, una vez que el proceso se encontraba a la consideración del Ministerio Público de Bahía, el 22 de septiembre de 1998, el procurador de justicia Ulisses Campos de Araújo concluyó que era imposible presentar denuncia debido a la falta de pruebas y determinó que la información recabada permaneciera en archivo hasta el surgimiento de nuevas pruebas.


18.
El peticionario subraya que el 18 de noviembre de 1998, el archivo de la investigación policial fue homologado por el juez Marcos Antonio Santos Bandeira. Alega que, en abril de 2000, la procuradora Cinthia Portela, después de analizar la investigación y en el contexto de publicaciones de periódicos de Salvador en relación con los crímenes contra periodistas, pidió la reapertura del caso, presentando denuncia el 17 de septiembre de 2001. La denuncia fue recibida por el juez Marcos Bandeira el 20 de septiembre de 2001, quien, el 17 de junio de 2003, presentó acusación contra Monzar Castro Brasil y Thomaz Iracy Moisés Guedes. Por imperio del artículo 366 del Código de Proceso Penal brasileño, el acusado Marcones Rodrigues Sarmento fue procesado separadamente porque no pudo ser localizado para entregar la citación.


19.
El peticionario afirma que las autoridades brasileñas fueron negligentes en la conducción de la investigación y no realizaron diligencias clave para la identificación y sanción de los autores del delito.


20.
El peticionario alega que no se investigó la amenaza telefónica recibida por el periodista el día del crimen ni la advertencia transmitida por el funcionario del periódico sobre una supuesta conspiración para agredirlo. Relata que no fueron incautados los objetos en poder de la víctima en el momento del crimen, como un papel que tendría la inscripción “Roque X-9”, supuestamente relacionada con uno de los sospechosos, Roque Souza. Tal papel se encontraría en el bolsillo de Manoel Oliveira y la información en él anotada habría sido recibida por teléfono poco antes del crimen.


21.
Agrega que ningún funcionario del gobierno municipal fue citado a declarar durante la investigación, inclusive el alcalde Fernando Gomes, indicado por la familia del periodista como sospechoso del delito, por ser una de las personas más criticadas por el periódico “A Região”.


22.
El peticionario afirma que la Policía Federal no procedió a investigación alguna respecto del delito, a pesar de la información recibida sobre el nombre de tres sospechosos, a través de un llamado anónimo. Alega que el procurador Ulisses Campos de Araújo aceptó el hecho de que el comisario responsable de la investigación policial no haya intimado al comisario Gilson Prata a prestar declaraciones, justificándose por no considerarlo “importante” para la investigación. Gilson Prata habría sido señalado por la familia de Manoel Leal de Oliveira como uno de los sospechosos, en razón de las denuncias a él dirigidas en el periódico del que era editor.


23.
El peticionario destaca que el procurador Ulisses Campos de Araújo se limitó a autenticar las declaraciones del comisario Valois Coutinho, a pesar de tener conocimiento de que los principales sospechosos tenían vínculos con la policía y con personas influyentes, lo que podría comprometer las investigaciones. 


24.
El 18 de noviembre de 1998, nueve meses después del crimen, la investigación fue archivada por falta de pruebas.


25.
El peticionario alega que, en carta de 11 de febrero de 1998, la Federación Nacional de Periodistas formuló un pedido de investigación del crimen a la entonces Ministra de Justicia, Íris Rezende, al que respondió su asistente, Cristina Antinoro, por carta de 19 de marzo de 1998, en la que afirma que el crimen no es de competencia del Ministerio de Justicia ni de la Policía Federal.


26.
El peticionario resalta la falta de un programa de protección de testigos en la ciudad de Itabuna. Afirma que el agente policial Roberto Figueiredo habría prestado declaración dos veces en la comisaría de policía sobre el homicidio, bajo constante presión. Roberto Figueiredo se habría sentido amenazado por saber de la existencia de otro testigo, el conductor de taxi Leopoldino Nobre, asesinado después de relatar que el día del crimen en cuestión habría transportado al sospechoso Marcones Rodrigues Sarmento del aeropuerto de Itabuna a la casa de la secretaria municipal Maria Alice Pereira Araújo. Según el peticionario, Roberto Figueiredo fue amenazado para obligarlo a mantener silencio sobre el caso.


27.
Por último, el peticionario alegó que la impunidad que impera en los casos de asesinatos de periodistas en el ejercicio de la profesión es una amenaza a la libertad de expresión en el estado de Bahia, existiendo varios crímenes de esta naturaleza que no han tenido solución.


B.
Posición del Estado


28.
Tanto la petición inicial como las demás comunicaciones del peticionario fueron remitidas al Estado, el cual no presentó respuesta alguna ni formuló alegación alguna sobre la admisibilidad o los méritos del caso.

IV.
ANALISIS DE ADMISIBILIDAD

29.
Teniendo en cuenta las disposiciones reglamentarias en la apertura del caso, el silencio del Estado y las amplias oportunidades que tuvieron ambas partes para argumentar sobre la admisibilidad y los méritos del caso, el 24 de enero de 2003, la Comisión decidió aplicar la norma prevista en el artículo 37.3 de su Reglamento. De manera que la Comisión decidirá conjuntamente sobre la admisibilidad y sobre los méritos de la petición.
A.
Competencia de la Comisión ratione temporis, ratione personae, ratione materia y ratione loci

30.
La Comisión observa que la República Federativa del Brasil es Estado Parte de la Convención Americana y la ratificó el 25 de septiembre de 1992. La petición menciona como presunta víctima a Manoel Leal de Oliveira, persona natural, cuyos derechos consagrados en la Convención el Brasil se comprometió a respetar y garantizar. De manera que la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la denuncia.


31.
De acuerdo con los artículos 44 de la Convención Americana y 23 del Reglamento de la Comisión, el peticionario, como entidad no gubernamental legalmente reconocida, está habilitada para presentar peticiones a la CIDH, referentes a supuestas violaciones de la Convención Americana.

32.
La Comisión tiene competencia ratione materiae para examinar la petición, toda vez que esta refiere a supuestas violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana.  La Comisión tiene igualmente competencia ratione temporis, por cuanto los hechos alegados ocurrieron cuando estaba vigente para el Estado la obligación de respetar y garantizar los derechos establecidos en la Convención. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer de esta petición, por cuanto se alegan violaciones que habrían ocurrido en el territorio del Brasil.
B.
Otros requisitos de admisibilidad de la petición

1.
Agotamiento de los recursos internos

33.
El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana dispone que, para que una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana sea admisible, de conformidad con el artículo 44 de dicho instrumento, es necesario que se hayan invocado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objetivo permitir que las autoridades nacionales tengan conocimiento de la supuesta violación de un derecho protegido y, si corresponde, la corrijan, antes de ser planteada ante una instancia internacional.

34.
El requisito del agotamiento previo se aplica cuando, en el sistema nacional, se dispone efectivamente de recursos adecuados y eficaces para remediar la presunta violación. En tal sentido, el artículo 46(2) especifica que el requisito no se aplica cuando no existe en la legislación interna el debido proceso legal para la protección del derecho en cuestión, cuando la supuesta víctima no tiene acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o cuando existe demora injustificada en la decisión sobre tales recursos. Conforme a lo previsto en el artículo 31 del Reglamento de la Comisión, cuando el peticionario alega una de estas excepciones, corresponde al Estado demostrar que los recursos internos no fueron agotados, a menos que ello surja claramente del expediente. 

35.
Según se infiere de los principios del derecho internacional ilustrados en los precedentes establecidos por la Comisión y la Corte Interamericana, se entiende, en primer lugar, que el Estado demandado puede renunciar de manera expresa o tácita a la invocación de este requisito.
 En segundo lugar, la norma del agotamiento de los recursos internos, para ser oportuna, debe ser invocada en las primeras etapas del trámite ante la Comisión, a falta de lo cual, se presume la renuncia tácita por parte del Estado interesado.
 En tercer lugar, de acuerdo con la carga de la prueba aplicable, el Estado que alega el no agotamiento tiene que indicar qué recursos internos deben ser agotados y proporcionar pruebas de su efectividad.
 En consecuencia, si el Estado en cuestión no presenta oportunamente alegaciones en relación con este requisito, se considera que ha renunciado al derecho de oponer la falta de agotamiento de los recursos internos y, por tanto, queda liberado de satisfacer la carga de la prueba que le corresponde.

36.
En el presente caso, el Estado no presentó en su comunicación ningún argumento relacionado con el cumplimiento de los requisitos de admisibilidad de la petición. En consecuencia, la Comisión entiende que renuncia tácitamente al ejercicio de esta defensa.

37.
En todo caso, el peticionario afirma que, dos años y cuatro meses después de ocurridos los hechos, ni siquiera había concluido la investigación policial, alegando un atraso injustificado del proceso, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 46(2)(c) de la Convención. El Estado, por su parte, no negó ni cuestionó lo expuesto por el peticionario en los 90 días establecidos por el Reglamento de la Comisión vigente a la sazón
, ni lo hizo posteriormente. 

38.
La Comisión considera importante recordar que toda vez que se comete un delito cuya investigación es deber de oficio del Estado, este tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal hasta sus últimas consecuencias
 y que, en tales casos, esta constituye la vía idónea para aclarar los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, aparte de permitir otros modos de reparación de tipo pecuniario. Transcurridos más de ocho años desde que se cometió el crimen sin que se haya identificado y sancionado a sus ejecutores y autores intelectuales, la Comisión considera que se aplica a esta petición la excepción del artículo 46(2)(c) de la Convención Americana.

2.
Plazo de presentación de la petición

39.
El artículo 46(1)(b) de la Convención dispone que toda petición debe ser presentada en el plazo de seis meses, contados a partir de la fecha en que el peticionario fue notificado de la sentencia definitiva que agota los recursos internos. El peticionario presentó la denuncia el 22 de mayo de 2000, después de transcurridos dos años y cuatro meses de la muerte de Manoel Leal de Oliveira. 

40.
El Reglamento de la CIDH dispone, en su artículo 32, que “en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión considerará la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.” En este sentido, la Comisión concluye que, teniendo en cuenta la fecha de los hechos alegados y la situación de los recursos internos, así como el hecho de que el Estado no informara sobre la situación de los recursos internos, que la petición en análisis fue presentada en un plazo razonable.

3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada

41.
No se desprende del expediente que la petición presentada a la Comisión Interamericana se encuentre actualmente pendiente de otro procedimiento internacional de conciliación, ni que reproduzca substancialmente alguna petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional, conforme lo disponen los artículos 46(1)(c) y 47(d), respectivamente.

4.
Caracterización de los hechos alegados

42.
Para los fines de la admisibilidad, la Comisión debe determinar si los hechos expuestos en la petición tienden a establecer una violación de los derechos consagrados en la Convención Americana, conforme lo determina el artículo 47(b), o si la petición, conforme al artículo 47(c), debe ser desestimada por ser "manifiestamente infundada" o por ser "evidente su total improcedencia". Los criterios pertinentes para evaluar esos extremos difieren de los necesarios para la definición de los méritos de una petición.

43.
El peticionario argumenta que los hechos que dieron lugar a la muerte de Manoel Leal de Oliveira y la falta de una investigación adecuada de los hechos configuran una violación de los derechos establecidos en los artículos 4, 13, 8 y 25 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1(1) del mismo instrumento. La Comisión considera que, prima facie, los hechos del caso podrían caracterizar la violación de los derechos a la vida, a la libertad de pensamiento y expresión, al debido proceso y a la protección judicial de Manoel Leal de Oliveira. Por tanto, la petición en análisis cumple los requisitos de la caracterización de los hechos alegados. 
44.
Por las razones antes señaladas, la Comisión concluye que es competente para conocer de la presente petición y que, en conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la petición es admisible según los términos expuestos.
V.
ANÁLISIS DE LOS MÉRITOS

A.
Contexto de impunidad en relación con el asesinato de periodistas en el estado de Bahia

45.
Previamente al análisis de los hechos establecidos, la Comisión considera importante subrayar el contexto en que se dio el asesinato del periodista Manoel Leal de Oliveira, quien era conocido en la ciudad de Itabuna por su valentía para denunciar la corrupción y las irregularidades cometidas en la administración del mencionado municipio.


46.
La Comisión comprobó que, entre los años 1991 y 1998, diez periodistas fueron asesinados en el estado de Bahia, región noreste de Brasil.
 La mayoría de los crímenes presenta indicios de estar relacionados con la divulgación de noticias sobre corrupción, narcotráfico, asociación para delinquir, entre otros delitos en que estarían implicados políticos y miembros de la policía.
47.
Información obtenida por la Comisión da cuenta de que el estado de Bahia es uno de los más peligrosos de Brasil para el ejercicio de la profesión de periodista. Esa información indica que, en los incidentes de agresión, amenaza y asesinato de periodistas prevalecen investigaciones insatisfactorias, visiblemente incompletas o manipuladas, muchas veces marcadas por la incidencia de influencias en esta región. Esta situación de impunidad fomenta la violencia contra periodistas y conlleva una grave violación de la libertad de expresión. Particularmente en el interior del estado de Bahia, las organizaciones no gubernamentales registran asesinatos, agresiones y amenazas a periodistas que denuncian a políticos y autoridades policiales. De manera general, las denuncias sobre agresiones ambientales en el extremo sur de Bahía y contra personas vinculadas a círculos políticos tradicionales acarrean las mismas violaciones.

48.
Estudios de organizaciones no gubernamentales indican que determinados temas son particularmente sensibles para ser informados. En la región noreste de Brasil, estos temas estarían relacionados principalmente con el jogo do bicho (una especie de lotería ilegal), corrupción, asociación entre políticos y organizaciones delictivas, caciquismo y cobertura de campañas electorales.

49.
De acuerdo con información recibida por la Comisión, en muchos casos de ejecución de periodistas, las investigaciones policiales son archivadas, demostrando falta de empeño de las autoridades por dilucidar los crímenes. Ocasionalmente, la propia policía local es la encargada de llevar a cabo las investigaciones, pese a que sus integrantes hayan sido señalados como los principales sospechosos de los delitos.

50.
En alusión al contexto más amplio de la dificultad en la investigación de la violencia policial en Brasil, la CIDH ya señalaba, en el Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en Brasil de 1997, el encubrimiento y la obstrucción de la justicia cuando los indagados son policías civiles o militares.
 En esta oportunidad, la Comisión subrayó que la obstrucción de la justicia es agravada por el miedo a represalias por parte de los testigos de crímenes en los cuales agentes policiales y otras autoridades públicas figuran como sospechosos. En su Informe Anual de 2006, Human Rights Watch destaca la situación de impunidad por los delitos cometidos por policías civiles y militares en Brasil.
 En relación con los delitos cometidos contra periodistas, esta realidad ha sido denunciada por organizaciones nacionales e internacionales de la prensa, como Periodistas Sin Fronteras,
 IFEX,
 la Sociedad Interamericana de Prensa,
 entre otras.
B.
Hechos establecidos
51.
La Comisión Interamericana observa que el Estado no impugnó ninguna de las alegaciones sobre la admisibilidad ni sobre el fondo planteadas por el peticionario. El artículo 42 del Reglamento de la CIDH, vigente hasta el 30 de abril de 2001, establecía que: “Se presumirán verdaderos los hechos relatados en la petición y cuyas partes pertinentes hayan sido transmitidas al Gobierno del Estado aludido si, en el plazo máximo fijado por la Comisión de conformidad con el artículo 34, párrafo 5, dicho Gobierno no suministrare la información correspondiente, siempre y cuando de otros elementos de convicción no resultare una conclusión diversa.” El contenido de este artículo es similar al del artículo 39 del actual Reglamento de la Comisión.
52.
El artículo antes transcripto significa que, si el Estado no controvierte los hechos alegados y si no existen otros elementos de convicción que puedan llevar a concluir lo contrario, la Comisión puede presumir verdaderos los hechos alegados. A este respecto, la Corte Interamericana entiende que:
La forma en que la defensa ha sido conducida habría podido bastar para que muchos de los hechos afirmados por la Comisión se tuvieran válidamente por ciertos, sin más, en virtud del principio de que, salvo en la materia penal --que no tiene que ver en el presente caso, como ya se dijo, el silencio del demandado o su contestación elusiva o ambigua pueden interpretarse como aceptación de los hechos de la demanda, por lo menos mientras lo contrario no aparezca de los autos o no resulte de la convicción judicial.

53.
Aunque la carga de la prueba en el proceso ante la Comisión Interamericana corresponde, en principio, a la parte denunciante o peticionaria, la falta de contradicción de parte del Estado produce en la práctica su inversión, conforme con lo cual, el Estado debe aportar elementos probatorios contra los hechos alegados. Si el Estado no contradice el mérito ni presenta pruebas destinadas a cuestionarlo, la Comisión puede presumirlo, siempre que no existan elementos de convicción que la lleven a otra conclusión.

54.
La Corte Interamericana de Derechos Humanos señaló que en los procesos sobre violaciones derechos humanos “la defensa del Estado no puede descansar sobre la imposibilidad del demandante de allegar pruebas que, en muchos casos, no pueden obtenerse sin la cooperación del Estado.  Es éste quien tiene el control de los medios para aclarar hechos ocurridos dentro de su territorio. La Comisión, aunque tiene facultades para realizar  investigaciones, en la práctica depende de la cooperación y de los medios que le proporcione el Gobierno.”

55.
Tomando en consideración las mencionadas normas sobre la carga y presentación de pruebas, así como las pruebas presentadas por el peticionario y las recogidas por la Comisión, existe un conjunto de elementos que deben ser evaluados por la Comisión para fundamentar su decisión. 

56.
En la valoración de la prueba, la Comisión toma en consideración criterios que fueron mencionados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. A este respecto, la Corte señaló que 

Para un tribunal internacional, los criterios de valoración de la prueba son menos formales que en los sistemas legales internos. En cuanto al requerimiento de prueba, esos mismos sistemas reconocen gradaciones diferentes que dependen de la naturaleza, carácter y gravedad del litigio. La práctica de los tribunales internacionales e internos demuestra que la prueba directa, ya sea testimonial o documental, no es la única que puede legítimamente considerarse para fundar la sentencia. La prueba circunstancial, los indicios y las presunciones, pueden utilizarse, siempre que de ellos puedan inferirse conclusiones consistentes sobre los hechos.

57.
La CIDH concluye que, de la ausencia de respuesta del Estado dentro del plazo establecido por la Comisión, como preceptúa su Reglamento, se presumirán verdaderos los hechos alegados, desde que estén presentes otros elementos de convicción. Además, la Comisión deliberará sobre el mérito del caso tras examinar las alegaciones y pruebas presentadas por las partes, y las pruebas de conocimiento público, según dispone el artículo 42 de su Reglamento.

58.
De acuerdo con lo expuesto anteriormente y con base en las alegaciones del peticionario, la falta de contestación del Estado, las copias de los expedientes judiciales y las demás evidencias que constan en autos, la Comisión pasa a pronunciarse sobre los hechos establecidos en el presente caso.

Asesinato de Manoel Leal de Oliveira e irregularidades en la investigación policial

59.
El Sr. Manoel Leal de Oliveira era periodista, casado, padre de tres hijos, fundador y director del periódico “A Região”, que adquirió prestigio por las denuncias contra autoridades locales, como jueces, políticos influyentes y policías. Era conocido en su ciudad como un agitador polémico y valiente, y respondía a varios procesos judiciales consecuencia de las denuncias realizadas.

60.
A lo largo de 1997, el periódico “A Região” divulgó diversas materias criticando la gestión de la alcaldía de la ciudad de Itabuna y denunciando fraudes y corrupción.
 En octubre de 1997, denunció que el comisario Gilson Prata había recibido R$ 4.500 (cuatro mil quinientos reales) de la alcaldía de Itabuna, dinero justificado para ayudar en las investigaciones sobre irregularidades en la propia alcaldía. El periódico divulgó también que otros dos ayudantes del comisario habían recibido R$ 1.500 (mil  quinientos reales) y que sus gastos personales habían sido cubiertos por la alcaldía de Itabuna durante el período que permanecieron en esta ciudad.
   

61.
En noviembre de 1997, Manoel de Oliveira y su amigo Flávio Eduardo Monteiro, director comercial del periódico “A Região”, fueron advertidos por funcionarios de la administración municipal de que se les estaba preparando una emboscada.
 

62.
A las veinte horas del día 14 de enero de 1998, Manoel Leal de Oliveira fue baleado cuando llegaba a su residencia en la ciudad de Itabuna, estado de Bahia. Los pistoleros acertaron seis disparos de arma de fuego contra el periodista, que, trasladado al hospital, falleció en el trayecto.
 El día del crimen, una camioneta Silverado fue vista estacionada próxima a la casa de Manoel Leal, en horas de la tarde, con dos hombres en el asiento trasero y uno como conductor.
 El mismo día, alrededor de las 16.00 horas, la víctima recibió una llamada telefónica anunciándole que no estaría vivo al día siguiente. A las 18.00 horas, un funcionario de su empresa, José Freitas Oliveira, le informó de que un grupo de personas pretendía agredirlo.

63.
Después del homicidio, fue encontrado un trozo de papel en el bolsillo del periodista con la inscripción “Roque X-9”, que algunos testigos atribuirían a Roque Cardoso Souza, asesor del comisario Gilson Prata y uno de los principales sospechosos del asesinato. La mencionada inscripción fue hecha por el propio periodista después de recibir una llamada anónima.

64.
Se señala a la atención el hecho de que el crimen haya ocurrido a pocos metros del Batallón de Policía Militar y del Complejo Penitenciario de la ciudad, que quedan en la misma calle en que vivía el periodista, y que no se haya notado ninguno de los movimientos de los sospechosos, así como el hecho de que hayan permanecido durante una tarde entera en la puerta de la casa del periodista. Eso demuestra que los asesinos no temían la posible presencia de policías en las cercanías del lugar del crimen.

65.
Testigos, familiares de la víctima  y medios de comunicación local indicaron a policías civiles e integrantes de la alcaldía de Itabuna como los principales sospechosos de haber confabulado la ejecución de Manoel Leal de Oliveira. Particularmente, señalaron al alcalde de la época, Fernando Gomes, a la secretaria municipal Maria Alice Araújo Pereira y al comisario de la policía civil Gilson Prata como posibles autores intelectuales. Por su parte, señalaron a Marcones Rodrigues Sarmento, Monzar Castro Brasil y Roque Cardoso Souza como posibles ejecutores del crimen, siendo los dos últimos policías civiles del estado de Bahia.       

66.
La investigación sobre el crimen se inició con la apertura de la investigación policial en la 15ª División Regional de Policía del Interior, a cargo del comisario João Jacques Oliveira Valois Coutinho.

67.
El informe final de la investigación policial fue remitido al Poder Judicial el 13 de agosto de 1998, concluyendo, inter alia, que:

(...)

b. las providencias policiales, tanto las estrictamente investigativas, como otras de naturaleza técnica y científica, fueron agotadas.

c. Fueron oídas veinticinco personas, en los autos, de cuyas declaraciones poco o nada se recogió en relación con las autorías material o intelectual del delito, o porque los declarantes no conocían los hechos o porque lo que sabían no guardaba relación de causalidad con el hecho delictivo, ni siquiera con hechos a través de los cuales se pudiera llegar por inducción a la autoría o a una conclusión semejante.

68.
El 18 de noviembre de 1998, el juez Marco Antonio Santos Bandeira ordenó el archivo del caso hasta que se presentaran nuevas pruebas.
 

69.
En el curso de la investigación policial, temiendo la impunidad del delito, la Federación Nacional de Periodistas formuló un pedido de investigación al entonces Ministro de Justicia, Íris Rezende, en carta de fecha 11 de febrero de 1998,
 respondida por su asistente, Cristina Antinoro, el 19 de marzo de 1998, quien afirmó que el delito no era de competencia del Ministerio de Justicia ni de la Policía Federal.

Reapertura de la investigación policial

70.
Tras el archivo de la investigación policial el 18 de noviembre de 1998, el caso fue reabierto en abril de 2000 por la fiscal pública Cínthia Portela, quien presentó denuncia contra Marcones Rodrigues Sarmento, Monzar Castro Brasil y Thomaz Iracy Moisés Guedes el 17 de septiembre de 2001.
 Dicha reapertura se produjo después de la movilización de entidades internacionales como Amnistía Internacional, Periodistas Sin Fronteras,
 IFEX,
 medios de comunicación y asociaciones de prensa locales, como la Asociación Brasileña de Prensa y la Federación Nacional de Periodistas,
 para que las autoridades estaduales y federales investigaran el crimen.

71.
Tras la reapertura de la investigación, Pedro Roberto Santos Figueiredo declaró ante la justicia de Itabuna que el día del crimen y días después de lo ocurrido, el taxista Leopoldino Nobre contó que había transportado a una persona conocida como “Marcone” del aeropuerto a la casa de la entonces secretaria municipal Maria Alice Pereira Araújo
, quien, inclusive, había pagado al taxista por el transporte. Pedro Roberto Figueiredo alega haber transmitido esta información al comisario João Jacques Valois, con la finalidad de ayudar en las investigaciones. Esta información no fue investigada durante la investigación y, días después de haber sido puesta en conocimiento del mencionado comisario, el taxista Leopoldino Nobre fue hallado muerto
, crimen que también sigue sin ser aclarado por las autoridades policiales y judiciales del estado de Bahia.
 

72.
Recién el 17 de junio de 2003 fueron formalmente acusados Monzar Costa Brasil y Thomaz Iracy Moisés Guedes en la Acción Penal Pública n. 65/ 2001. Es importante subrayar que Marcones Rodrigues Sarmento no fue acusado formalmente por no haber sido citado personalmente para defenderse.

73.
El acusado Monzar Brasil trabajaba como asesor del comisario Gilson Prata. El denunciado Marcones Rodrigues Sarmento fue funcionario de una empresa del marido de la secretaria de gobierno Maria Alice Araújo.

74.
Por decisión del Tribunal, el 25 de septiembre de 2003, Monzar Costa Brasil fue sentenciado a 18 años de prisión. No obstante, fue liberado tras recurso de habeas corpus el 23 de diciembre de 2003, pasando a aguardar en libertad la confirmación o reversión de la sentencia por el Tribunal de Justicia de Bahía.
 

75.
El segundo reo, Thomaz Iracy Moisés Guedes, fue absuelto por unanimidad por el Tribunal del distrito de Itabuna el 25 de septiembre de 2003.
 El propio Ministerio Público lo consideró inocente y solicitó su absolución a los jurados. El tercero y último reo, Marcones Rodrigues Sarmento, fue absuelto en diciembre de 2005, en decisión recurrida por el Ministerio Público por considerarla contraria a las pruebas que constaban en autos del proceso.


C.
Consideraciones de derecho

76.
La Comisión pasa a analizar si, en este caso, el Estado violó los derechos a la vida, la libertad de pensamiento y expresión, las garantías judiciales y la protección judicial, consagrados respectivamente en los artículos 4, 13, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con la obligación del Estado de respetar y garantizar los derechos humanos prevista en el artículo 1(1) del mismo instrumento, en perjuicio de Manoel Leal de Oliveira.


1.
Derecho a la vida (Artículo 4, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana)

77.
La Convención Americana dispone, en su artículo 4, que:

Toda persona tiene derecho a que se respete su vida.  Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción.  Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente.

78.
El derecho a la vida es un derecho fundamental, base para el ejercicio de los demás derechos humanos. La Corte Interamericana ya señaló que el goce de este derecho


(...) es un prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos humanos.  De no ser respetado, todos los derechos carecen de sentido.  En razón del carácter fundamental del derecho a la vida, no son admisibles enfoques restrictivos del mismo.  En esencia, el derecho fundamental a la vida comprende, no sólo el derecho de todo ser humano de no ser privado de la vida arbitrariamente, sino también el derecho a que no se le impida el acceso a las condiciones que le garanticen una existencia digna.  Los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho básico y, en particular, el deber de impedir que sus agentes atenten contra él.

79.
El artículo 1(1) de la Convención Americana dispone:

Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.    

80.
Tal disposición prevé obligaciones generales para los Estados en materia de derechos humanos. La primera de ellas es respetar los derechos consagrados en la Convención Americana, y la segunda es garantizar el ejercicio de tales derechos. La Corte Interamericana de Derechos Humanos entiende que, como consecuencia de la obligación de garantizar los derechos, los Estados deben "prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de los derechos humanos."
 

81.
En el caso de Ximénes Lópes contra Brasil, la Corte Interamericana afirmó que, para garantizar efectivamente el derecho a la vida, es preciso cumplir “el deber de investigar las afectaciones del mismo, el cual deriva del artículo 1.1 de dicho tratado en conjunto con el derecho sustantivo que debió ser amparado, protegido o garantizado.” 
 En relación con la obligación de respetarlo, los Estados deben abstenerse de privar de la vida a las  personas sujetas a su jurisdicción, por actos de sus órganos o agentes.  

a.
El Estado no cumplió su obligación de respetar el derecho a la vida de Manoel Leal de Oliveira

82.
Es un principio básico del derecho internacional de derechos humanos que los Estados respondan internacionalmente por la acción u omisión de cualquiera de sus órganos o agentes, incluidos sus órganos judiciales y de investigación policial, que violen los derechos humanos internacionalmente reconocidos.
 Según la Corte Interamericana:

El artículo 1.1 es fundamental para determinar si una violación de los derechos humanos reconocidos por la Convención puede ser atribuida a un Estado Parte.  En efecto, dicho artículo pone a cargo de los Estados Partes los deberes fundamentales de respeto y de garantía, de tal modo que todo menoscabo a los derechos humanos reconocidos en la Convención que pueda ser atribuido, según las reglas del Derecho internacional, a la acción u omisión de cualquier autoridad pública, constituye un hecho imputable al Estado que compromete su responsabilidad en los términos previstos por la misma Convención.

Conforme al artículo 1.1 es ilícita toda forma de ejercicio del poder público que viole los derechos reconocidos por la Convención.  En tal sentido, en toda circunstancia en la cual un órgano o funcionario del Estado o de una institución de carácter público lesione indebidamente uno de tales derechos, se está ante un supuesto de inobservancia del deber de respeto consagrado en ese artículo.

83.
De acuerdo con la jurisprudencia del sistema interamericano de protección de los derechos humanos, para determinar que hubo una violación de los derechos consagrados en la Convención, “no se requiere determinar, como ocurre en el derecho penal interno, la culpabilidad de sus autores o su intencionalidad y tampoco es preciso identificar individualmente a los agentes a los cuales se atribuye los hechos violatorios.”

84.
En el presente caso, la Comisión considera importante resaltar que Manoel Leal de Oliveira recibió amenazas después de la publicación de artículos denunciando a integrantes del poder ejecutivo de la ciudad de Itabuna y a policías civiles del estado de Bahia;
 que dos policías civiles fueron denunciados por su asesinato, siendo uno de ellos condenado en primera instancia como autor material;
 que la víspera del crimen, Manoel Leal había sido alertado por parte de funcionarios de la administración municipal de que se estaba planeando su muerte entre las autoridades policiales y el poder ejecutivo local;
 y que la víctima se había enemistado con dirigentes políticos locales.

85.
Por los hechos expuestos, la Comisión considera establecido que agentes del Estado de Brasil participaron en el homicidio de Manoel Leal de Oliveira, ocurrido el 14 de enero de 1998, y concluye que el Estado violó, en perjuicio de aquél, la obligación de respetar el derecho a la vida consagrado en el artículo 4, en conexión con el artículo 1(1) de la Convención Americana.

b.
El Estado no cumplió su obligación de garantizar el derecho a la vida de Manoel Leal de Oliveira

86.
En una lectura conjunta de los artículos 4 y 1(1) de la Convención, los Estados deben garantizar el derecho a la vida de las personas sujetas a su jurisdicción, lo que se traduce en el deber de prevenir e investigar la violación de este derecho, sancionar a los responsables y reparar a los familiares de las víctimas, cuando la violación deriva de una conducta del Estado.
87.
Conforme con la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para que la investigación de una violación del derecho a la vida sea realmente efectiva, debe ser rápida, imparcial y realizada con la debida diligencia.
 En el presente caso, eso significa que la autoridad investigadora tenía la obligación de realizar todas las averiguaciones necesarias para llegar a la sanción de los asesinos de Manoel Leal de Oliveira. Pero las pruebas esgrimidas por los peticionarios y los demás elementos de convicción demuestran que la investigación efectuada por la policía civil fue esquiva y estuvo marcada por una serie de irregularidades. Los motivos detallados que llevaron a la CIDH a esta conclusión se encuentran en los párrafos 110 a 141, infra.
88.
La Comisión considera que, al reabrirse el caso en abril de 2000, la denuncia penal formulada por el Ministerio Público a los 17 días del mes de septiembre del mismo año estuvo comprometida por la no ejecución de importantes diligencias durante la indagatoria policial anteriormente archivada. En efecto, muchas de las irregularidades que allí se produjeron fueron descubiertas en la preparación de la denuncia penal y en la citación de nuevos testigos y sospechosos a declarar. Tales irregularidades, igualmente, serán subrayadas en los párrafos 110 a 141 de este informe.

89.
Conforme se indicará al analizar la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con su artículo 1(1), la Comisión observa que el Estado de Brasil no demostró y ni siquiera alegó haber investigado debidamente el asesinato de Manoel Leal de Oliveira; y que el delito no fue aclarado en cuanto a la identificación y sanción de todos sus autores materiales e intelectuales. Además, el Estado no indemnizó a los familiares de la víctima, no obstante quedar demostrada la participación de agentes públicos.

90.
En base a tales consideraciones, la Comisión Interamericana concluye que el Estado de Brasil violó la obligación de garantizar el derecho a la vida de Manoel Leal de Oliveira, consagrado en los artículos 4 y 1(1) de la  Convención Americana, interpretados de forma conjunta, por no haber investigado debidamente su asesinato, no haber sancionado a los responsables y no haber indemnizado a los familiares de Manoel Leal de Oliveira.

2.
Derecho a la libertad de pensamiento y de expresión (Artículo 13, en relación con el artículo 1(1) de la Convención Americana)

91.
El artículo 13 de la Convención Americana dispone que:

Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión.  Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.

92.
La libertad de expresión es esencial para la consolidación del régimen democrático. Desde sus primeras opiniones sobre el tema, la Corte Interamericana subraya que “dentro de una sociedad democrática, se garanticen las mayores posibilidades de circulación de noticias, ideas y opiniones, así como el más amplio acceso a la información por parte de la sociedad en su conjunto.”
 Entre dos extremos, se puede decir que la libre circulación de ideas y opiniones es a la democracia lo que su restricción y censura es a los regímenes dictatoriales. 

93.
En el sistema interamericano de protección de los derechos humanos, la libertad de pensamiento y expresión es reconocida y asegurada por la Carta de la OEA, en su artículo 44(f); por la Declaración de los Derechos y Deberes del Hombre, en su artículo IV; por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en el citado artículo 13; por la Carta Democrática Interamericana, en su artículo 4, y por la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión.

94.
El derecho a la libertad de expresión tiene dos dimensiones, individual y colectiva. Por la primera, comprende la prerrogativa de expresar, buscar, recibir y difundir información, pensamientos e ideas, así como de elegir libremente los medios para ello y, por la segunda, la facultad de intercambiar ideas e información. Así se pronunció la Corte Interamericana a este respecto:

En cuanto al contenido del derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, quienes están bajo la protección de la Convención tienen no sólo el derecho y la libertad de expresar su propio pensamiento, sino también el derecho y la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole.  Es por ello que la libertad de expresión tiene una dimensión individual y una dimensión social.


95.
El concepto de libertad de información, desde la óptica social, desempeña un papel relevante en el control institucional, sea en relación con la gestión del Estado por la administración pública
 o en relación con los particulares con gran poder de influencia. En ese sentido, señala la Corte Interamericana que 

la libertad de expresión es indispensable para la formación de la opinión pública. (…)Es, en fin, condición para que la comunidad, a la hora de ejercer sus opciones, esté suficientemente informada. Por ende, es posible afirmar que una sociedad que no está bien informada no es plenamente libre.

96.
En el presente caso, la Comisión debe analizar si el Estado es responsable de la violación del derecho consagrado en el artículo 13 de la Convención Americana, por un lado, por el homicidio de Manoel Leal de Oliveira y, por otro, por el incumplimiento del deber de investigar este crimen.

a.
El Estado violó el derecho de Manoel Leal de Oliveira a expresarse libremente y difundir sus ideas
97.
El artículo 13(1) de la Convención Americana consagra a toda persona el derecho de difundir información e ideas de toda naturaleza, el cual, a su vez, se proyecta en el derecho de todo ciudadano a recibirlas sin interferencias ilegales o injustificadas. Una de las formas más violentas de vulnerar este derecho es a través del asesinato de los comunicadores sociales. En este sentido, la Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión aprobada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos dispone, en su principio número nueve, que: 

El asesinato, secuestro, intimidación, amenaza a los comunicadores sociales, así como la destrucción material de los medios de comunicación, viola los derechos fundamentales de las personas y coarta severamente la libertad de expresión. Es deber de los Estados prevenir e investigar estos hechos, sancionar a sus autores y asegurar a las víctimas una reparación adecuada.

98.
En sentido similar se pronunció el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la Promoción y Protección del Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión:

Lamentablemente, en muchos países subsisten desde hace mucho tiempo las prácticas de hostigamiento y opresión de las personas cuyas opiniones son distintas de las que tienen el poder. En muchos casos, las restricciones a la libertad de opinión y expresión limitan de manera considerable la posibilidad de que las violaciones se conozcan e investiguen. A juicio del Relator Especial, estas tendencias perpetúan pautas tales como la corrupción e impunidad del gobierno.
  

99.
La Corte Interamericana ya se manifestó en el sentido de que el asesinato de un individuo motivado por el ejercicio de una determinada actividad inhibe a las demás personas que pretenden igualmente ejercerla. En relación con el derecho de asociación y la libertad sindical, por ejemplo, en el caso Huilca Tecse, la Corte consideró que la ejecución de un líder sindical en razón de su militancia y sus críticas a la administración pública, por un lado, viola la libertad de asociación de la propia víctima y, por otro, restringe la libertad de determinadas personas para asociarse libremente, sin miedo ni temor.
  En el mismo sentido, el asesinato de un periodista en razón de la divulgación de determinadas opiniones genera un efecto inhibidor en las demás personas que pretendan actuar de igual modo. 

100.
En casos anteriores, la Comisión Interamericana consideró caracterizada la violación del artículo 13 de la Convención Americana por el asesinato de periodistas por agentes del Estado en razón del ejercicio de sus actividades profesionales. Al respecto, afirmó que este tipo de delito tiene el efecto de amedrentar a otros periodistas y ciudadanos en general, al generar el temor de denunciar los atropellos, abusos y actos ilícitos de todo tipo.

101.
En el caso sub judice, la Comisión considera importante mencionar que el periódico “A Região” acostumbraba publicar artículos denunciando a jueces, políticos influyentes y policías.
 Además, difundió diversas críticas sobre la gestión del municipio de Itabuna, estado de Bahia, en la época del asesinato de su editor y fundador, Manoel Leal de Oliveira.
 

102.
En diciembre de 1997, “A Região” denunció irregularidades por parte del alcalde de Itabuna, Fernando Gomes, referentes a una supuesta utilización de documentos fiscales falsos. En el mismo período, el periódico denunció al comisario de policía Gilson Prata y a dos subordinados – Roque Cardoso Souza y Monzar da Costa Brasil – de haber sido sobornados por el alcalde de la ciudad de Itabuna.
 Este último sería más tarde condenado en primera instancia por el asesinato de Manoel Leal de Oliveira.

103.
Conforme al análisis antes realizado sobre la violación del artículo 4 de la Convención Americana, la Comisión concluyó que agentes del Estado participaron en el homicidio de Manoel Leal de Oliveira ocurrido el 14 de enero de 1998. La Comisión concluye, igualmente, que tal asesinato ocurrió en función de los artículos y materias publicados por la víctima en el periódico “A Região”, con el objetivo de acallarlo y como forma de represalia por la información difundida. De esta manera, el Brasil violó, en perjuicio de Manoel de Oliveira, el derecho de expresarse libremente y de difundir sus ideas, consagrado en el artículo 13 de la Convención Americana. 

b.
El Estado violó la obligación de investigar el asesinato de Manoel Leal de Oliveira
104.
La renuncia a la investigación completa del asesinato de un periodista con la finalidad de acallarlo genera un efecto inhibidor de la libre circulación de ideas y opiniones. Este tipo de crimen invita a la autocensura, no sólo en perjuicio de los comunicadores sociales, sino de cualquier ciudadano. Ese efecto sólo puede ser evitado mediante la acción decisiva del Estado para castigar a quienes amenazan, asesinan o cometen cualquier forma de represalia contra una persona por la manifestación de sus ideas y opiniones.

105.
La Comisión observa que la ausencia de una investigación efectiva sobre este tipo de delito y la consiguiente no identificación y sanción de todos los responsables, generan un efecto inhibidor del ejercicio de la libertad de expresión, especialmente en lo que atañe a la libertad de denunciar e informar sobre la conducta de los agentes públicos.

106.
Esta inhibición es especialmente grave por cerrar canales de acceso a la gestión del Estado. A este respecto, la Comisión se manifestó en el sentido de que “la necesidad de que exista un debate abierto y amplio, crucial para una sociedad democrática, debe abarcar necesariamente a las personas que participan en la formulación y la aplicación de la política pública. (…)”
  

107.
En el caso en estudio, la Comisión considera que, al no investigar debidamente el homicidio de Manoel Leal de Oliveira, el Estado de Brasil es condescendiente para que otros periodistas se sientan cohibidos de pretender difundir información sobre la corrupción e irregularidades cometidas por funcionarios públicos. 

108.
La CIDH destaca que algunos testimonios prestados con la finalidad de colaborar con las investigaciones policiales, ni siquiera fueron tomados en cuenta por el comisario João Jacques Valois Coutinho, responsable de la investigación policial,
 lo que constituye un grave daño para los ciudadanos con vocación de denunciar arbitrariedades y hechos de notorio interés público. Más aún, el testigo Pedro Roberto Santos Figueiredo fue presionado y amenazado después de su declaración, prestada por iniciativa propia al mencionado comisario.

109.
Por fin, dando por demostrado que el asesinato de Manoel Leal de Oiiveira fue motivado por la difusión de determinadas noticias y con el fin de silenciarlo, a la luz del artículo 13, en conexión con el artículo 1(1) de la Convención, la CIDH concluye que el Estado de Brasil violó el derecho a la libertad de pensamiento y expresión en perjuicio de aquél, por el incumplimiento del deber de investigar el mencionado asesinato. 

3.
Derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial (Artículos 8 y 25, en relación con el artículo 1(1) de la Convención Americana)


110.
El artículo 8 de la Convención establece que:

Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

[...]

111.
El artículo 25 de la Convención dispone:

1.
Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

[...]

112.
El artículo 1(1) de la Convención Americana establece:

Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

113.
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1(1) de la Convención Americana, los Estados partes del sistema interamericano de Derechos Humanos tienen la obligación de investigar y sancionar a los responsables de las violaciones de derechos humanos y, conforme corresponda, indemnizar a las víctimas o a sus familiares. La Corte Interamericana explicó, en referencia a las normas convencionales transcritas, que

El artículo 25 con relación al artículo 1.1 de la Convención Americana, obliga al Estado a garantizar a toda persona el acceso a la administración de justicia y, en particular, a un recurso rápido y sencillo para lograr que los responsables de las violaciones de derechos humanos sean juzgados y para obtener una reparación del daño sufrido.  Como ha dicho esta Corte, el artículo 25 “constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana sino del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática....”.

Ese artículo guarda relación directa con el artículo 8.1 de la Convención Americana, que consagra a toda persona o derecho de ser oída, con las debidas garantías e dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal independiente e imparcial para que se determinen sus derechos de cualquier naturaleza.     

Por consiguiente, el Estado tiene el deber de aclarar las violaciones de los derechos humanos, procesar a los responsables y evitar la impunidad.  La Corte ha definido como “la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana" y ha afirmado que “el Estado tiene la obligación de combatir tal situación por todos los medios legales disponibles ya que la impunidad propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus familiares”.
    

114.
La obligación de los Estados de aclarar y sancionar las violaciones de los derechos humanos debe ser cumplida con seriedad y no como mera formalidad.
 Al respecto, la Corte Interamericana expresó que, si los hechos no son aclarados con seriedad, pasan a contar, de cierta forma, con el auxilio del poder público, lo que compromete la responsabilidad internacional del Estado.

115.
La Comisión Interamericana también expresó, en lo que concierne a la obligación de los Estados de investigar, que

la obligación de investigar no se incumple solamente porque no exista una persona condenada en la causa o por la circunstancia de que, pese a los esfuerzos realizados, sea imposible la acreditación de los hechos.  Sin embargo, para establecer en forma convincente y creíble que este resultado no ha sido producto de la ejecución mecánica de ciertas formalidades procesales sin que el Estado busque efectivamente la verdad, éste debe demostrar que ha realizado una investigación inmediata, exhaustiva, seria e imparcial. 

116.
Es menester mencionar que, a la luz de la jurisprudencia de la Corte Interamericana, cuando la investigación sobre la violación de los derechos humanos es deber de oficio del Estado, este está obligado a impulsar los recursos judiciales pertinentes de forma rápida (art. 25) respecto de las normas del debido proceso legal (art. 8.1), todo ello, de conformidad con la obligación general a cargo de los Estados de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción
.

117.
Teniendo en cuenta los parámetros referenciados, la CIDH pasa a resumir el conjunto de fallas de la etapa de investigación que tuvieron consecuencias importantes en la formulación de la denuncia penal, cinco años después del crimen, y en el procesamiento de los acusados, y concluye que el Estado de Brasil violó el derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial en perjuicio de los familiares del señor Manoel Leal de Oliveira. Igualmente, la CIDH destaca la situación de impunidad derivada de tales hechos.     

La investigación policial sobre el asesinato de Manoel Leal de Oliveira no fue conducida con la debida diligencia

118.
A la luz de la jurisprudencia de la Corte Interamericana, para que una investigación sobre la violación de los derechos humanos sea efectiva en los términos de la Convención, deben llevarse a cabo todas las actuaciones necesarias para obtener el fin a que se destina.
 En el caso sub judice, el Estado dejó de ejecutar diversas diligencias necesarias para el esclarecimiento de los hechos en cuanto a los autores materiales e intelectuales del asesinato de Manoel Leal de Oliveira.

119.
El lugar del crimen no fue aislado para recabar pruebas.
 Uno de los testigos informó de la realización de un auto de reconocimiento mediante fotografías, y no personalmente, así como el hecho de no haber ningún fiscal de justicia presente en ese momento.
 Tal afirmativa fue contestada por el comisario Jacques Valois en su declaración en el proceso penal n. 65/2001. Más tarde, el mismo comisario, se retractó y confirmó que el reconocimiento había sido hecho tal como alegó el testigo y sin la presencia de un fiscal
.

120.
No se investigó la declaración de un funcionario del periódico “A Região” que alertó a Manoel Leal sobre la emboscada que se le estaba tendiendo.
 No se interrogó a todos los testigos que presenciaron el homicidio.
 El día del crimen, Manoel Leal de Oliveira recibió una llamada telefónica en la cual tuvo noticia de la trama de su asesinato. Este evento no fue investigado por la policía.

121.
Habitualmente, la víctima anotaba en un pedazo de papel la información de llamadas telefónicas, a fin de utilizarlas para materias del periódico de su propiedad. Después del homicidio, fue hallado un pedazo de papel en el bolsillo del periodista con la inscripción “Roque X-9”. Este papel, así como otros objetos que se encontraban con la víctima no fueron analizados por la policía civil durante las investigaciones
, lo que atenta contra la propia legislación procesal penal brasileña.

122.
El examen balístico en que se comparan los proyectiles encontrados en el cuerpo del periodista y el arma de Monzar Castro Brasil no llegó a resultado alguno y no estableció ninguna conclusión sobre si el arma en cuestión pertenecía o no al sospechoso.

123.
Ningún funcionario municipal fue citado a declarar durante la investigación, ni siquiera el entonces alcalde Fernando Gomes, señalado por la familia de la víctima como uno de los sospechosos de la autoría del crimen, por ser una de las personas más criticadas por el periódico “A Região”.
 La Secretaria de Gobierno, Maria Alice Araújo Pereira, y el alcalde Fernando Gomes, manifestaron no haber prestado declaración porque no fueron citados por el entonces comisario responsable de la investigación, Dr. Valois.

124.
El 13 de agosto de 1998, el comisario de la policía civil de Itabuna procedió al envío del Informe de la Investigación al Ministerio Público, en el que concluye que no existen indicios suficientes en relación con la autoría del delito. El procurador de justicia de Itabuna, Dr. Ulisses Campos de Araújo, por su parte, no providenció la denuncia penal, ni solicitó la continuación de la investigación y el 22 de septiembre de 1998, determinó que los datos quedasen archivados.
 El mismo procurador fue omiso en relación con el hecho de que el comisario Valois, responsable de la investigación policial, no haya citado a declarar al comisario Gilson Prata, a pesar de haber sido señalado por la familia del periodista como sospechoso, en razón de las denuncias a él atribuidas en el periódico “A Região”. Posteriormente, dos asesores del comisario Gilson Prata fueron denunciados por el delito, lo que demuestra la negligencia de las autoridades en la realización de la investigación, al no citar a declarar a personas respecto de las cuales los indicios eran suficientes para hacerlo. 

125.
Al recibir la investigación policial, el procurador Ulisses Campos de Araújo no pidió la recolección de nuevas pruebas y acató la opinión de la no acusación de ningún indagado, a pesar de tener conocimiento de que los principales sospechosos tenían vínculos personales y profesionales con integrantes de la policía civil. 

126.
A los 13 días de mayo de 1998, el Comisario Federal de Ilhéus, Rubem Paulo de Carvalho Patury Filho, envió un oficio al comisario de la policía civil João Jacques C. Valois Coutinho sugiriendo la realización de determinadas diligencias.
 En esta carta, el comisario de la Policía Federal alude lo siguiente: 

Corresponde señalar que tomamos conocimiento a través de informes que requieren todavía una mayor investigación, que MOZART o ROQUE adquirieron con el dinero de las tareas (asesinato de MANOEL LEAL) una hacienda en Araçás/BA, que en los días anteriores al crimen, se encontraban en tres vehículos, un Corsa, un Santana (Matrícula Policial JHT – 1119) y una camioneta D-20 (Matrícula Policial HZF 8016) de Simão Dias/SE. Corresponde señalar también que en la fecha de ayer recibimos información para que observásemos la cuenta bancaria de MOZART COSTA BRASIL, (...) investigación que podrá realizarse mejor a través del Banco Central, lo que informará correctamente de los depósitos o valores depositados y el número de la(s) cuenta (s) corriente(s) del antes mencionado, o si realmente condicen con el ingreso proveniente de sus sueldos.

127.
El envío de un oficio por parte de la policía federal respecto de un delito cuyo proceso penal ni siquiera es de su competencia indica que la forma en que se llevaron adelante las investigaciones por la policía civil del estado de Bahia preocupaba a las propias autoridades brasileñas pertenecientes a otros órganos de seguridad.

128.
No obstante la información suministrada por la Policía Federal, el comisario João Jacques Valois Coutinho consideró las pruebas incongruentes y no procedió a formalización alguna de acusación, y el 13 de agosto de 1998 envió la investigación al Ministerio Público para su archivo.
 Alegó, inclusive, que actuó de acuerdo con consultas hechas al comisario jefe y a la Secretaría de Seguridad Pública.
 

129.
La conclusión de la imposibilidad de acusar formalmente a alguno de los sospechosos fue tomada,
 además, pese a que algunos testigos confirmaron la presencia de dos de ellos en el lugar y momentos antes del crimen.
 El comisario Jacques Valois llegó a negar el reconocimiento hecho por los testigos, habiendo afirmado posteriormente, por declaración en el Proceso Penal n. 65/2001, que había tenido una pérdida momentánea de memoria al ser interrogado por el Juez Letrado encargado del caso.

130.
El testigo Pedro Roberto Santos Figueiredo, ex agente policial, afirmó que Marcones Rodrigues Sarmento, uno de los sospechosos y más tarde acusado del delito, tenía relaciones de amistad con el alcalde Fernando Gomes y con Maria Alice, secretaria del municipio y que, cuando estaba preso por otro delito, el marido de Maria Alice acostumbraba visitarlo. Alegó temer por su vida y la de su familia y haber sido alertado por personas de la ciudad para no pronunciarse sobre el caso. Subrayó que, después de brindar declaración al comisario Valois, este no tomó providencia alguna al respecto. Al contrario, intentó perjudicarlo,
 lo que lo llevó a procurar un traslado a otra ciudad. A pesar del temor a las posibles represalias, Pedro Roberto Santos Figueiredo confirmó que el hombre que vio en la camioneta Silverado el día del crimen, próximo a la casa del periodista, era el policía Monzar Castro Brasil, a quien ya conocía, y que llegó a saludarlo.
 Tales declaraciones, a pesar de ser notoriamente relevantes para el esclarecimiento del crimen, ni siquiera fueron diligenciadas por el comisario João Jacques Valois.

131.
Este mismo testigo afirmó haber detallado las circunstancias del asesinato a una comisaría policial. Recuerda haber sufrido mucha presión en la comisaría en cada declaración, y que un civil le avisó que el Dr. Valois “estaba armando alguna cosa contra el testigo.”
 En la declaración, afirmó haber encontrado en el bolsillo del periodista Manoel Leal un mensaje que contenía el seudónimo de una persona que planeaba matar al periodista, y que tal documento fue entregado al comisario Jacques Valois.
 

132.
Después de la reapertura del caso en abril de 2000, fueron acusados formalmente Marcones Rodrigues Sarmento, Monzar Castro Brasil y Thomaz Iracy Moisés Guedes, el 17 de septiembre de 2001, siendo los dos últimos policías civiles. Sólo Monzar Castro Brasil fue condenado en primera instancia por homicidio, y los demás, Thomaz Iracy Moisés Guedes y Marcones Rodrigues Sarmento, fueron absueltos por el Tribunal en septiembre de 2003 y diciembre de 2005, respectivamente.

133.
Ante lo expuesto, la Comisión considera que el Estado violó el artículo 8(1) de la Convención Americana porque la investigación policial que procuraba aclarar el asesinato de Manoel Leal de Oliveira no fue conducida con la debida diligencia.

El proceso penal no fue concluido dentro de un plazo razonable

134.
Los órganos del sistema interamericano de protección de los derechos humanos consideran que el deber de investigar con la debida diligencia incluye la obligación de llevar a cabo todas las actuaciones procesales necesarias en un plazo razonable.
 Tres son los criterios fundamentales que deben ser analizados para determinar la razonabilidad del plazo de las actuaciones procesales: a) la complejidad de la cuestión, b) la actividad procesal del interesado y c) la conducta de las autoridades judiciales.


135.
El asesinato de Manoel Leal de Oliveira ocurrió el 14 de enero de 1998 y la denuncia penal fue interpuesta el 17 de septiembre de 2001. La Comisión observa que el mencionado crimen no planteó mayor complejidad de tipo probatorio que justificara el atraso de tres años y ocho meses para la mera formalización de la denuncia penal.

136.
En relación con la actividad procesal del interesado, esta no viene al caso, toda vez que el procesamiento penal por el homicidio de Manoel Leal de Oliveira era deber de oficio del propio Estado.
 

137.
Ante la falta de diligencia durante la investigación policial, la Comisión concluye que el atraso de casi cuatro años entre el homicidio y la formalización de la denuncia penal se debió al comportamiento de las propias autoridades policiales responsables de las investigaciones. Además, cabe mencionar que, pasados más de ocho años desde que se cometió el crimen, todavía no se pronunció una sentencia definitiva sobre los tres acusados por el Ministerio Público. Por los motivos expuestos, la Comisión considera que el proceso penal no concluyó en un plazo razonable, en los términos del artículo 8(1) de la Convención. 

El homicidio del periodista Manoel Leal de Oliveira permanece impune

138.
La jurisprudencia del sistema interamericano ha reiterado que la ausencia de investigación y sanción de los responsables por la violación de derechos consagrados en la Convención constituye un incumplimiento de la obligación del Estado de garantizar a las víctimas y sus familiares el pleno ejercicio de los derechos humanos.
 Además, no se permite el ejercicio del derecho de la sociedad a ser informada sobre lo ocurrido.
 La falta de investigación y la impunidad revisten especial gravedad en los casos de violaciones del derecho a la vida, sobre todo cuando se producen en el ámbito de un perfil de violaciones sistemáticas de los derechos humanos, ya que propician un clima favorable a la reiteración crónica de esta práctica.

139.
Como se indicó, la Comisión comprobó la existencia en el estado de Bahia de un perfil de impunidad y repetición de asesinatos de periodistas en el ejercicio de la profesión.
 De la misma forma, comprobó que en Brasil persiste la impunidad en los delitos en que policías civiles y/o militares son los principales sospechosos,
 situación favorecida por investigaciones negligentes que hacen totalmente imposible la identificación y sanción de los responsables. Si, por un lado, la víctima y sus familiares son perjudicados por el no esclarecimiento del crimen,
 igualmente la sociedad es dejada al margen, toda vez que la impunidad patrocina la continuidad de determinadas modalidades de violaciones de los derechos humanos.  

140.
En el caso en estudio, la Comisión subraya que la indeterminación de todos los autores materiales e intelectuales del asesinato de Manoel Leal de Oliveira fue resultado de una investigación penal espuria y marcada por diversas irregularidades. Tanto la Comisión como la Corte consideran que la simple comprobación de que los responsables de violaciones de los derechos humanos no fueron identificados mediante una investigación diligente y, en última instancia, sancionados por actos judiciales, en un proceso debidamente substanciado, basta para concluir que el Estado incumplió el artículo 1(1) de la Convención Americana.

141.
Finalmente, por lo expuesto anteriormente, la Comisión concluye que el Estado no cumplió con la obligación de investigar efectiva y adecuadamente el homicidio cometido contra Manoel Leal de Oliveira, ni con la obligación de concluir el proceso dentro de un plazo razonable, en violación del artículo 8(1), en relación con el artículo 1(1) de la Convención Americana. Además, violó el derecho a un recurso efectivo que sancionase a los culpables de haber cometido el delito, lo que vulnera el artículo 25 de la Convención, también en conexión con el artículo 1(1), todo en perjuicio de los familiares del periodista Manoel Leal de Oliveira.

4.
Cláusula federal y obligación de respetar y garantizar los derechos y libertades reconocidos en la Convención Americana (Artículo 28, en relación con el artículo 1(1) de la Convención) 

142.
En el presente caso, las violaciones mencionadas, cometidas en perjuicio de Manoel Leal de Oliveira y sus familiares, derivan de actos y omisiones de agentes públicos y órganos de un ente federal (estado de Bahia) de la República Federativa del Brasil. A este respecto, la Comisión considera importante referirse a la obligación del Brasil de adoptar todas las medidas necesarias para que se cumpla la Convención Americana en todas las unidades de su territorio y estructuras de poder, a la luz del artículo 28 de este tratado y de los principios generales del derecho internacional.

143.
Como principio general del derecho internacional, los actos practicados por entidades federales u órganos de un Estado que violan una obligación asumida internacionalmente son atribuidos a este último al establecerse la responsabilidad internacional.
 

144.
En el ámbito del sistema interamericano de protección a los derechos humanos, el artículo 28 de la Convención Americana determina que:

1.
Cuando se trate de un Estado parte constituido como Estado Federal, el gobierno nacional de dicho Estado parte cumplirá todas las disposiciones de la presente Convención relacionadas con las materias sobre las que ejerce jurisdicción legislativa y judicial. 

2.
Con respecto a las disposiciones relativas a las materias que corresponden a la jurisdicción de las entidades componentes de la federación, el gobierno nacional debe tomar de inmediato las medidas pertinentes, conforme a su constitución y sus leyes, a fin de que las autoridades competentes de dichas entidades puedan adoptar las disposiciones del caso para el cumplimiento de esta Convención. 


145.
Este artículo, en conexión con el artículo 1(1) de la Convención, impone a los Estados, en conformidad con sus constituciones y leyes, la obligación de adoptar medidas para que los órganos, autoridades y estructuras de poder que los componen respeten y garanticen el pleno ejercicio de los derechos y  garantías consagrados en la Convención.
 


146.
La Corte Interamericana consideró que los Estados signatarios de la Convención Americana no se pueden escudar en que el autor de la violación de un derecho consagrado en este instrumento sea un ente federado o una provincia.
 Este tribunal ha entendido que las disposiciones internacionales de protección de los derechos humanos a que adhieren los Estados americanos deben ser respetadas por éstos, independientemente de su estructura federal o unitaria.
  


147.
Igualmente, la Comisión ya se pronunció sobre el contenido del artículo 28 de la Convención Americana.
  En el caso de Newton Coutinho Mendes, referente al Brasil, la CIDH subrayó la responsabilidad internacional que recae sobre el Estado en relación con el ejercicio de los derechos humanos reconocidos en la Convención en todo su territorio, la cual incluye la derivada de la acción u omisión de agentes del Estado dentro de la jurisdicción de cualquier ente federado.
 Refiriéndose a la compatibilización de la estructura federal del Estado de Brasil y las obligaciones derivadas de la Convención Americana, la CIDH afirmó lo siguiente:

El denominado "principio federativo", de acuerdo con el cual los Estados individuales gozan de autonomía, ha sido usado frecuentemente como explicación para impedir la investigación y determinación de los responsables de violaciones --muchas veces graves-- de derechos humanos y ha contribuido a acentuar la impunidad de los autores de tales violaciones.
 


148.
En el presente caso, es importante resaltar que un comisario de la Policía Federal llegó a dirigir un comunicado con elementos que podrían auxiliar en las investigaciones sobre el asesinato de Manoel Leal de Oliveira, conducido por la policía civil del estado de Bahia, en los términos de la Constitución del Brasil. Esta participación discreta y extraoficial de autoridades federales, así como la negativa expresa del Ministerio de Justicia a intervenir en las investigaciones por carecer de competencia
 ilustran la dificultad del Estado de Brasil en cumplir con las medidas establecidas en el artículo 28, en conexión con el artículo 1(1) de la Convención.


149.
La Comisión estima importante mencionar los esfuerzos del gobierno brasileño por adoptar medidas legislativas para cumplir con lo establecido en la referida disposición convencional. A este respecto, cabe mencionar lo previsto en el párrafo 5º del artículo 109 de la Constitución Federal, incorporado por la Enmienda Constitucional No. 45/04 de 30 diciembre de 2004. El mencionado párrafo contempla la competencia del Procurador General de la República para decidir el traslado de competencia a la Justicia Federal de una investigación o proceso penal “con la finalidad de asegurar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de tratados internacionales de derechos humanos de los que el Brasil sea parte”.


150.
Por fin, a pesar de corresponder a los Estados federales optar por las medidas legislativas, judiciales y administrativas apropiadas para implementar las obligaciones previstas en la Convención en sus unidades territoriales, y del reconocimiento de los esfuerzos del gobierno brasileño en este sentido, la Comisión observa que, en el caso en estudio, Brasil no adoptó todas las medidas necesarias para garantizar y respetar los derechos a la vida, a la libertad de pensamiento y expresión, a las garantías judiciales y a la protección judicial en favor de Manoel Leal de Oliveira y sus familiares. De esta manera, considera que, no obstante haber sido los actos que originaron tales violaciones practicados por agentes y órganos de un ente federado, recae sobre la República Federativa del Brasil la responsabilidad internacional por las mismas,
 así como la obligación de repararlas. 


5.
Obligación de reparar, incluida la de indemnizar

151.
Teniendo en cuenta que en el presente caso los familiares de la víctima no fueron indemnizados, la Comisión resalta que tal obligación corresponde al Estado de Brasil, toda vez que, pese a que los tribunales no sancionaron a todos los responsables por el homicidio de Manoel de Oliveira, queda demostrado que agentes estatales tuvieron participación en dicho crimen.

152.
Aparte de la obligación de determinar y sancionar toda violación de los derechos humanos cometida por sus agentes, el Estado tiene, igualmente, la obligación de reparar a las víctimas de tales violaciones o a sus familias, conforme el caso. A este respecto, “una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales del actual derecho internacional de la responsabilidad de los Estados” es aquella según la cual, “al ocurrir un acto ilícito imputable al Estado, pasa a haber responsabilidad internacional del Estado por la violación de una norma internacional, con el consiguiente deber de reparar”.


153.
La Corte Interamericana explicó, en relación con el concepto de reparación, que

La reparación es el término genérico que comprende las diferentes formas cómo un Estado puede hacer frente a la responsabilidad internacional en que ha incurrido.  Los modos específicos de reparar varían según la lesión producida: podrá consistir en la restitutio in integrum de los derechos afectados, en un tratamiento médico para recuperar la salud física de la persona lesionada, en la obligación del Estado de anular ciertas medidas administrativas, en la devolución de la honra o la dignidad que fueron ilegítimamente quitadas, en el pago de una indemnización, etc.  En lo que se refiere a violaciones al derecho a la vida, como en este caso, la reparación, dada la naturaleza del bien afectado, adquiere sobre todo la forma de una indemnización pecuniaria, según la práctica jurisprudencial de esta Corte  (...).La reparación puede tener también el carácter de medidas tendientes a evitar la repetición de los hechos lesivos.


154.
La Corte Interamericana manifestó que la indemnización “tiene carácter compensatorio y, por lo tanto, debe ser otorgada en la extensión y en la medida suficientes para resarcir los daños materiales y morales sufridos”,
 e indicó, además, que la reparación consiste 

En las medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de la violación cometida.  Su calidad y su monto dependen del daño ocasionado tanto en el plano material como en el moral. La reparación no puede implicar ni un enriquecimiento ni un empobrecimiento para la víctima o sus sucesores.


155.
Tal como lo expresó la Corte Internacional de Justicia, la reparación es un complemento indispensable del incumplimiento de una convención, y no es preciso que conste expresamente en la propia Convención.
  La Convención Americana establece disposiciones sobre reparaciones, tanto en el artículo 1(1) como en el artículo 63(1); en el artículo 1(1), la obligación de los Estados de garantizar a toda persona bajo su jurisdicción el libre y pleno ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención, lo que implica para aquéllos la obligación de “prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de los derechos humanos”.


156.
De acuerdo con el derecho internacional, la obligación del Estado de reparar las violaciones de los derechos humanos cometidas por sus agentes recae en el Estado y no en sus agentes, independientemente de lo que dispone el derecho interno. En tal sentido, debe considerarse que, según lo establecido en el artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, “una parte no puede invocar las disposiciones de su derecho interno para justificar el incumplimiento de un tratado”. A este respecto, la CIDH señaló que:
La obligación internacional que tiene el Estado de indemnizar a las víctimas de violaciones a derechos humanos cometidas por sus agentes constituye entonces una responsabilidad directa y principal, es decir, que corresponde directamente al Estado y no está sujeta a que las víctimas intenten previamente acciones personales en contra de tales agentes, independientemente de lo que pueda disponer al efecto la legislación interna.


157.
A ese respecto, la Comisión considera que la impunidad en el asesinato de Manoel Leal de Oliveira no exime al Estado de Brasil de su obligación de reparar a la familia de la víctima, habida cuenta de las fallas del proceso de investigación y la falta de sanción contra los autores materiales e intelectuales del delito. La Comisión concluye, igualmente, que Brasil tiene la obligación de reparar a la familia de Manoel Leal de Oliveira por las violaciones de sus derechos a la vida y a la libertad de expresión, cometidas por agentes del Estado. Esa reparación comprende la fijación de una indemnización que deberá ser pagada por el Estado de Brasil y que deberá ser calculada sobre la base de los parámetros internacionales y por un monto suficiente para resarcir, tanto los daños materiales como los daños morales sufridos por la familia del periodista Manoel Leal de Oliveira, independientemente de los resultados de la respectiva investigación penal.

VII.
CONCLUSIONES

158. Sobre la base del análisis que antecede, la Comisión concluye que el Estado de Brasil es responsable de la violación de los derechos a la vida, a la libertad de expresión, a las garantías judiciales y a la protección judicial, consagrados, respectivamente, en los artículos 4, 13, 8 y 25 de la Convención Americana, en perjuicio de Manoel Leal de Oliveira y sus familiares.

VIII.
RECOMENDACIONES

159. Con base en el análisis y las conclusiones del presente informe, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recomienda que el Estado de Brasil:

1. Reconozca públicamente su responsabilidad internacional por las violaciones de los derechos humanos determinadas por la CIDH en este informe.
2. Realice una investigación completa, imparcial y efectiva de los hechos, de forma de determinar y sancionar a todos los autores materiales e intelectuales del asesinato de Manoel Leal de Oliveira.
3. Realice una investigación completa, imparcial y efectiva de las irregularidades ocurridas a lo largo de la investigación policial del homicidio de Manoel Leal de Oliveira, incluidos los actos que procuraron dificultar la identificación de sus autores materiales e intelectuales.
4. Indemnice a la familia de Manoel Leal de Oliveira por los daños sufridos. Dicha indemnización debe ser calculada conforme a los parámetros internacionales y debe ser por un monto suficiente para resarcir, tanto los daños materiales, como los daños morales sufridos por los familiares de la víctima.
5. Realice actos con la finalidad de recuperar la memoria histórica de Manoel Leal de Oliveira y de los demás periodistas asesinados en el estado de Bahia durante la década de 1990, conforme a lo mencionado supra en el párrafo 46, y a las conclusiones sobre la responsabilidad internacional del Estado de Brasil determinada en el presente informe.
6. Adopte, de forma prioritaria, una política global de protección del trabajo de los periodistas y centralice, como política pública, el combate a la impunidad en relación con el asesinato, la agresión y la amenaza a periodistas, a través de investigaciones exhaustivas e independientes de tales hechos, y sancione a sus autores materiales e intelectuales.

IX.
ACTUACIONES POSTERIORES AL INFORME No. 72/06
160. El 17 de octubre de 2006 durante el 126º periodo de sesiones, la CIDH aprobó el Informe No. 72/06, conforme al artículo 50 de la Convención Americana, el cual fue notificado al Estado el 16 de noviembre de 2006, otorgándosele un plazo de dos meses para que informara sobre el cumplimiento de las recomendaciones contenidas en él.

161. El 17 de noviembre de 2006 la Comisión notificó a los peticionarios sobre la adopción del informe y su transmisión al Estado y les solicitó que expresaran su posición respecto del sometimiento del caso a la Corte Interamericana, así como información sobre los familiares de la víctima. Asimismo, el 4 de diciembre siguiente la Comisión les transmitió en forma confidencial ciertas consideraciones formuladas en el informe aprobado.

162. Mediante notas de 21 de diciembre de 2006 y 11 de enero de 2007 los peticionarios solicitaron una prórroga con el fin de sopesar su posición respecto del sometimiento del caso a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y adicionalmente, solicitaron que se propusiera al Estado la creación de un espacio de discusión sobre la implementación de las recomendaciones de la Comisión. La Comisión concedió la prórroga solicitada el 11 de enero de 2007 y la información pertinente fue transmitida al Estado. No obstante, hasta la fecha, los peticionarios no expresaron su posición sobre el eventual envío del caso a la Corte, tampoco remitieron la información requerida sobre los familiares de la víctima.

163. A su vez, el 16 de enero de 2007 el Estado solicitó una primera prórroga de seis meses al plazo que prevé el artículo 51(1) de la Convención, a fin de dar cumplimiento a las recomendaciones formuladas por la Comisión en el informe que se aprobara sobre el fondo del caso. Dicho pedido se basó en la renovación casi total de las autoridades estaduales luego de las elecciones de 2006, lo que según el Estado dificultaba el íntegro cumplimiento de las recomendaciones del Informe No. 72/06. La Comisión concedió dicha prórroga el 30 de enero de 2007, la cual venció el 30 de julio de 2007.

164. El 9 de agosto de 2007 el Estado solicitó la concesión de una segunda prórroga por el plazo de seis meses para el cumplimiento de recomendaciones, señalando que “circunstancias excepcionales, impuestas por el cambio de interlocutores en el estado de Bahia, ameritaban un mayor período para que avancen los entendimientos necesarios al cumplimiento de las recomendaciones”. Asimismo, señaló que en agosto de 2007 se realizaría una reunión entre representantes de los gobiernos federal y estadual con el propósito de dar seguimiento a las actuaciones para el cumplimiento de las mencionadas recomendaciones. Por último, el Estado renunció expresamente al derecho de interponer excepciones preliminares ante la Corte Interamericana respecto del plazo previsto en el artículo 51(1) de la Convención Americana.

165. El 14 de agosto de 2007 la Comisión concedió la prórroga solicitada por el Estado por el periodo de 6 meses, aclarando que se aplicaría la suspensión del plazo fijado en el artículo 51(1) de la Convención Americana. Además, la CIDH solicitó al Estado que presentara informes preliminares de cumplimiento en fechas de 14 de diciembre de 2007 y 14 de enero de 2008.

166. El 21 de agosto de 2007 los peticionarios presentaron comunicación solicitando que la Comisión les informara sobre las ventajas y consecuencias para el caso, si éste fuera presentado a la Corte Interamericana, sin acompañar la información que les fuera requerida por la Comisión en noviembre de 2006 (supra párrafo 161).

167. El 11 de septiembre de 2007 la Comisión decidió convocar a las partes del presente caso para una reunión de trabajo durante su 130º Periodo Ordinario de Sesiones. Dicha reunión se llevó a cabo el 11 de octubre de 2007. Durante la reunión de trabajo, los agentes del Estado informaron la intención del estado de Bahia en cumplir las recomendaciones establecidas en el Informe No. 72/06 y sobre las medidas que habían sido adoptadas para cumplir con dichas recomendaciones. Asimismo, el Estado señaló que, dentro de un mes, es decir, el 11 de noviembre de 2007, las autoridades del gobierno estadual realizarían una reunión para establecer las metas de cumplimiento de las recomendaciones.

168. El 18 de diciembre de 2007 el Estado presentó informe preliminar sobre el cumplimiento de las recomendaciones en el caso de Manoel Leal de Oliveira, en el cual informó sobre las decisiones aprobadas durante reunión de trabajo realizada el 27 de noviembre de 2007, en el estado de Bahia. En dicha reunión estuvieron presentes los representantes de la Secretaría Especial de Derechos Humanos de la Presidencia de la República, el Ministerio de Relaciones Exteriores, la Asociación Bahiana de Prensa, el Tribunal de Justicia del estado de Bahia, y el Ministerio Público, además de los Secretarios Estaduales de Justicia y Derechos Humanos y de Seguridad Pública.

169. El 15 de enero de 2008 el Estado presentó información sobre el cumplimiento de las recomendaciones, señalando que una nueva reunión de trabajo entre las autoridades de los Gobiernos federal y estadual sería realizada dentro de 15 días, es decir, el 29 de enero de 2008. Según esta comunicación, en virtud de que los peticionarios no podían atender a dicha reunión, sería realizada otra reunión en febrero de 2008 para que éstos pudieran contribuir para el mejor cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH. El 18 de enero de 2008, la Comisión transmitió copia de las dos últimas comunicaciones del Estado a los peticionarios, para que presenten sus observaciones en el plazo de 10 días, sin que a la fecha hayan enviado información alguna.
170. El 12 de febrero de 2008 la Comisión notificó a las partes sobre su decisión de no someter el presente caso a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Igualmente, la CIDH solicitó al Estado que, dentro del plazo de seis meses, es decir, el 13 de agosto de 2008, informara sobre las medidas adoptadas para dar cumplimiento a las recomendaciones y solucionar la situación constatada en el Informe No. 72/06.  El Estado presentó información sobre el cumplimiento de las recomendaciones a través de una comunicación enviada a la CIDH el 13 de agosto de 2008, cuyos anexos fueron recibidos el 9 de septiembre de 2008.
171. El informe aprobado de conformidad con el artículo 51(1) de la Convención Americana, cuyo texto es el que antecede, fue transmitido a ambas partes el 17 de diciembre de 2008, y se fijó el plazo de un mes al Estado para que informara acerca de las medidas adoptadas para el cumplimiento de las recomendaciones arriba expuestas.

X.
CUMPLIMIENTO DE LAS RECOMENDACIONES

172. Los peticionarios presentaron una sola comunicación, fechada el 7 de abril de 2009, sobre el cumplimiento de las recomendaciones del Informe No. 72/06.  Por su parte, el Estado presentó comunicaciones al respecto el 18 de diciembre de 2007; el 15 de enero de 2008; el 13 de agosto de 2008; el 9 de septiembre de 2008; el 20 de febrero de 2009; el 3 de marzo de 2009; 17 de junio de 2009; y 30 de noviembre de 2009.  Todas estas comunicaciones fueron transmitidas a los peticionarios.
173. Respecto a las reparaciones a la familia de Manoel Leal de Oliveira, los peticionarios expresan satisfacción por el acuerdo con los familiares, pero aclaran que su política es la de “abstenerse de la negociación sobre el valor que será acordado”.  En cuanto a la investigación del asesinato del periodista, toman nota de la condena del ex-policía Brasil y de las absoluciones de Sarmento y Guedes; en cuanto al condenado, consideran que los beneficios recibidos en prisión debilitan el carácter ejemplificador de la justicia, particularmente por tratarse de un crimen cometido por un funcionario público.  En lo referente a la autoría intelectual, los peticionarios comprenden las dificultades indicadas por el Estado pero destacan que el asesinato de Leal de Oliveira no será solucionado hasta que sean castigados los autores intelectuales.  Ante la posición del Estado respecto a la investigación de irregularidades en la indagatoria sobre el asesinato del periodista, los peticionarios insisten en “la necesidad de una investigación profunda e independiente que permita más transparencia en lo referente a las investigaciones oficiales”.

174. Los peticionarios reconocen también los esfuerzos del Estado para garantizar el ejercicio del periodismo, y estiman que pueden realizarse medidas adicionales como las expuestas en la Conferencia Hemisférica sobre el Poder Judicial, la Prensa y la Impunidad, realizada en  julio de 2007.  Respecto a la recuperación de la memoria histórica, los peticionarios aceptan la propuesta de realizar un acto público en una fecha cercana al Día Mundial de la Libertad de Prensa, a fin de destacar la imagen de Manoel Leal de Oliveira como periodista, y que en dicha oportunidad se haga entrega simbólica de la indemnización a sus familiares.

175. En cuanto a la recomendación No. 2, el Estado informa que Monzar Costa Brasil fue sentenciado a 18 años de prisión y se encontraba privado de libertad en la Corregedoria da Polícia Civil aguardando decisión de recurso de apelación.  Informa además que Marcone Sarmento, otro acusado por los hechos de este caso, fue absuelto por un tribunal de jurados y el Ministerio Público recurrió contra dicha decisión; y que dicho recurso sigue pendiente.  En cuanto a la investigación de algún supuesto autor intelectual, explica el Estado que resulta difícil, ya que los ejecutores materiales no han delatado a tal persona; sin embargo, aclara que en cualquier momento podría iniciarse una nueva acción penal si se presentaran nuevos hechos por algún interesado.    
176. Sobre la recomendación No. 3, conforme a información proporcionada por el Jefe de la Policía Civil de Bahia, la Corregedoria da Polícia Civil está llevando a cabo una investigación sobre las posibles fallas de la investigación policial por la muerte de la víctima.

177. En cuanto a la recomendación No. 4, el Estado informa que se llevó a cabo una reunión el 25 de noviembre de 2008 entre las autoridades de Bahía y los familiares del periodista.  Indica el Estado que en dicha reunión estaba presente Marcel Leal, hijo del periodista, quien habría expresado su acuerdo con el pago de una indemnización por valor de R$ 100.000 (cien mil reales) a ser dividido en partes iguales entre los cuatro familiares del señor Leal de Oliveira.  La comunicación más reciente del Estado brasileño informa que el gobierno estatal de Bahía remitió el proyecto de Ley 18.261 de 2009 por la que se autoriza a dicho gobierno a conceder la indemnización referida.
178. En cuanto a la recomendación No. 5, el Estado indica que el 21 de septiembre de 2009 llevó a cabo un acto público de amplia divulgación en la ciudad de Salvador, Bahía, dedicado a la recuperación de la memoria histórica del señor Leal de Oliveira y de los demás periodistas asesinados durante la década de 1990.  Indica el Estado que estuvieron presentes los familiares de Manuel Leal de Oliveira, el Gobernador y otras autoridades estaduales, un representante de la Secretaría Especial de Derechos Humanos de la Presidencia de la República, unos 150 profesionales de prensa de todo el país, y una representante de los peticionarios.  El Estado informa finalmente que en el mismo acto el señor Marcel Leal recibió una placa conmemorativa y pronunció unas palabras en memoria de su padre. 
179. Sobre la recomendación No. 6, el Estado informa que se analizó la sugerencia de reforma legislativa con el fin de aumentar la pena impuesta a los crímenes cometidos en contra de periodistas, y se concluyó que esa no sería la forma más eficaz de protección.  La propuesta de una jefatura de policía especializada también fue rechazada ante la demanda insuficiente de crímenes contra la actividad periodística que justificara la adopción de dicha medida. Sin embargo, los representantes del Ministerio Público, Poder Judicial y Secretaría de Seguridad Pública del estado de Bahia convinieron que las unidades de policía de inteligencia deberían actuar en los casos de riesgo a la libertad de expresión. Además, el Estado adujo que la Constitución Federal protege en su artículo 220 la actividad periodística, y que respecto de los homicidios, agresiones y amenazas contra cualquier persona el Código Penal prevé en los artículos 121, 129 y 147 una sanción a los autores de dichos crímenes.  El Estado indica además que, el Presidente de la República firmó el 3 de mayo de 2006 la Declaración de Chapultepec sobre libertad de expresión
.
180. Finalmente, el Estado expresa que el gobierno del estado de Bahía estaba en la fase final de la preparación de un proyecto de ley para el cumplimiento de las recomendaciones en el caso de Manoel Leal de Oliveira, y reitera su compromiso con la CIDH y el sistema interamericano de derechos humanos.

XI. CONCLUSIONES FINALES
181. Ante lo expuesto, la Comisión Interamericana reitera que el Estado de Brasil es responsable de la violación de los derechos a la vida, a la libertad de expresión, a las garantías judiciales y a la protección judicial, consagrados, respectivamente, en los artículos 4, 13, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1(1) del mismo tratado, en perjuicio de Manoel Leal de Oliveira y sus familiares.

182. Con respecto a la primera de las recomendaciones, la CIDH valora la predisposición del Estado brasileño, pero observa que en el expediente no consta información acerca de un reconocimiento expreso de responsabilidad internacional por las violacines de derechos humanos establecidas en el presente caso.  Por otra parte, en virtud del acto público efectuado por las autoridades de Bahía el 21 de septiembre de 2009, y de otras actividades relacionadas a tal acto, la Comisión Interamericana considera que se ha cumplido la quinta recomendación referente  a la recuperación de la memoria histórica del señor Leal de Oliveira y de los demás periodistas asesinados en Bahía durante la década de los 90.
183. Respecto de las demás recomendaciones, la Comisión observa que el Estado ha adoptado varias medidas para facilitar el cumplimiento, en particular lo referente a la indemnización a los familiares, cuyo trámite interno se halla avanzado.  Sin embargo, han transcurrido más de 10 años desde el homicidio de Manoel Leal de Oliveira, sin que el Estado hubiera completado una investigación diligente para identificar, procesar y juzgar a los responsables del referido crimen.  Hasta la fecha no hay una decisión definitiva en el marco del proceso criminal contra el reo Monzar Costa Brasil, y los demás autores del crimen siguen en libertad.

184. Con base en las conclusiones de hecho y de derecho anteriores, la CIDH estima que el Estado brasileño aún no ha completado el cumplimiento de las recomendaciones establecidas en el Informe No. 72/06.  En consecuencia, la Comisión Interamericana decide reiterar las recomendaciones expresadas supra en el párrafo 159, numerales 1, 2, 3, 4 y 6 a fin de que el Estado brasileño:

1.
Reconozca públicamente su responsabilidad internacional por las violaciones de los derechos humanos determinadas por la CIDH en este informe.

2.
Realice una investigación completa, imparcial y efectiva de los hechos, de forma de determinar y sancionar a todos los autores materiales e intelectuales del asesinato de Manoel Leal de Oliveira.

3. Realice una investigación completa, imparcial y efectiva de las irregularidades ocurridas a lo largo de la investigación policial del homicidio de Manoel Leal de Oliveira, incluidos los actos que procuraron dificultar la identificación de sus autores materiales e intelectuales.

4. Indemnice a la familia de Manoel Leal de Oliveira por los daños sufridos. Dicha indemnización debe ser calculada conforme a los parámetros internacionales y debe ser por un monto suficiente para resarcir, tanto los daños materiales, como los daños morales sufridos por los familiares de la víctima.

6.
Adopte, de forma prioritaria, una política global de protección del trabajo de los periodistas y centralice, como política pública, el combate a la impunidad en relación con el asesinato, la agresión y la amenaza a periodistas, a través de investigaciones exhaustivas e independientes de tales hechos, y sancione a sus autores materiales e intelectuales.

XII. PUBLICACIÓN

185. La Comisión Interamericana considera que el Estado brasileño ha demostrado buena predisposición e iniciativas importantes para el cumplimiento de las recomendaciones, en particular lo referente a la indemnización y reparaciones de carácter moral.  Sin embargo, la mayor parte de la información sobre las investigaciones presentada luego de adoptado el informe sobre el fondo constituye una reiteración de sus observaciones presentadas durante el trámite del caso.  En definitiva, la información obtenida de ambas partes desde que se trasladó el informe aprobado conforme al artículo 51(2) de la Convención Americana revela que sigue pendiente el cumplimiento de cinco de las seis recomendaciones.
186. En virtud de las consideraciones que anteceden, y de lo dispuesto en el artículo 51(3) de la Convención Americana, la CIDH decide reiterar las recomendaciones contenidas en el párrafo 159 supra y decide hacer público este informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.  La Comisión Interamericana, en cumplimiento de su mandato, continuará evaluando las medidas tomadas por el Estado de Brasil hasta que las recomendaciones contenidas en el párrafo 159, numerales 1, 2, 3, 4 y 6 de este informe hayan sido totalmente cumplidas.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 17 días del mes de marzo de 2010. (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión.
� El Miembro de la Comisión Dr. Paulo Sérgio Pinheiro, ciudadano brasileño, no participó en la consideración y votación de este caso, de conformidad con el artículo 17(2)(a) del Reglamento de la CIDH. 
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� CIDH, Informe No. 32/05, petición 642/03, Admisibilidad, Luis Rolando Cuscul Pivaral y otras personas afectadas por VIH/SIDA (Guatemala), 7 de marzo de 2005, párrs. 33-35; Corte I.D.H., Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, nota 3, párr. 53; Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. Excepciones Preliminares. Sentencia de 28 de mayo de 1999. Serie C No. 50, párr. 33; y Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Excepciones Preliminares. Sentencia de 3 de septiembre de 1998. Serie C No. 40, párr. 31.


� El Estado se abstuvo de presentar sus observaciones durante este procedimiento, en relación con las cuestiones de admisibilidad y mérito, a pesar de las reiteradas solicitudes de la Comisión. El único documento del Estado fue presentado en la audiencia sobre el caso realizada en el 118º período ordinario de sesiones de la Comisión, el 14 de octubre de 2003, o sea, tres años y tres meses después del primer traslado efectuado por la Comisión.


� CIDH, Informe Anual 1997, Informe No. 52/97, Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas, párrs. 96 y 97. Véase también Informe No. 55/97, párr. 392.


�  Periódico ‘A Região’ de 4/8/1997, págs. 1 y 2. Periódico ‘A Região’ de 11/8/1997, págs. 1 y 9. Periódico ‘A Região’ de 22/9/1997, págs. 1 y 5. Periódico ‘A Região’ de 29/9/1997, págs. 1, 6 y 10. Periódico ‘A Região’ de 10/11/1997. págs. 1, 4 y 5. Periódico ‘A Região’  de 17/11/1997. págs. 1 y 6. Periódico ‘A Região’  de 8/12/1997.  págs. 1 y 2. Periódico ‘A Região’ de 15/12/1997, pág. 1 y 2.  Periódico ‘A Região’  de 22/12/1997. págs. 1 y 5. Periódico ‘A Região’ de 29/12/1997, pág. 1 y 7.


� Reporteros Sin Fronteras, Bahía: ¿una cultura de impunidad? Investigación sobre el asesinato del periodista Manuel Leal de Oliveira, disponible en: � HYPERLINK "http://www.rsf.org/print.php3?id_article=3973/" ��www.rsf.org/print.php3?id_article=3973/�; Observatorio de Prensa, periodista asesinado – RSF denuncia cultura e impunidad, disponible en: � HYPERLINK "http://observatorio.ultimosegundo.ig.com.br/cadernos/cid091020021.htm" ��http://observatorio.ultimosegundo.ig.com.br/cadernos/cid091020021.htm�. Aparte de Manoel de Oliveira, fueron asesinados los siguientes periodistas en el Estado de Bahía en el período indicado: Vítor Emanuel Lena (26 de marzo de 1991), Iván Rocha (22 de abril de 1991), José Machado Portinho (15 de enero de 1992), João Alberto Ferreira Souto (19 de febrero de 1994), Eliés Haun Filho (7 de marzo de 1994), Roberto Almeida (12 de marzo de 1995), Nivanildo Barbosa Lima (22 de julio de 1995), Sandoval Muniz Duarte (18 de agosto de 1996), Ronaldo Santana de Araújo (9 de octubre de 1997).


� Sociedad Interamericana de Prensa, Mapa de Riesgos para Periodistas – Brasil, Colombia, México, página 166. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.impunidad.com/MAPADERISCOS.pdf" ��http://www.impunidad.com/MAPADERISCOS.pdf�.    


� Idem.


� CIDH, Informe sobre La Situación de los Derechos Humanos en Brasil, 29 de septiembre de 1997, Capítulo III, párr. 25.


� Human Rights Watch, Informe Anual. 18 de enero de 2006, disponible en:  http://hrw.org/portuguese/docs/2006/01/18/brazil12424.htm.


� Periodistas Sin Fronteras,  Informe sobre el Asesinato de Manoel Leal – Periodistas asesinados en el Estado de Bahía, disponible en: � HYPERLINK "http://www.redemorena.com.br/rsf2001.htm" ��www.redemorena.com.br/rsf2001.htm�; Periodistas Sin Fronteras, Bahía: ¿una cultura de impunidad? Investigación del Asesinato del periodista Manuel Leal de Oliveira, disponible en: � HYPERLINK "http://www.rsf.org/print.php3?id_article=3973" ��www.rsf.org/print.php3?id_article=3973�.


� IFEX, RSF solicita que autoridades pongan fin a impunidad en casos de periodistas asesinados. Comunicado de Prensa de 7 de octubre de 2002, disponible en: http://www.ifex.org/es/content/view/full/17579.


� Sociedad Interamericana de Prensa, Informe de la reunión del 18 de marzo de 2002, disponible en: � HYPERLINK "http://www.sipiapa.org/portugues/pulications/ibarguenimpunity-port.cfm" ��http://www.sipiapa.org/portugues/pulications/ibarguenimpunity-port.cfm�.   


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, �párr. 138. 


� Idem, párrs. 135 y 136.


� Idem, párrs. 128 y 130; Corte I.D.H., Caso Godínez Cruz Vs. Honduras. Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C No. 5, párrs. 133-36; Caso Fairén Garbi y Solís Corrales Vs. Honduras. Sentencia de 15 de marzo de 1989. Serie C No. 6, párrs. 130-33; Caso Gangaram Panday Vs. Surinam. Sentencia de 21 de enero de 1994. Serie C No. 16, párr. 49.


� Publicaciones del periódico ‘A Região’ en ediciones de las siguientes fechas: 22/09/1997, págs. 1, 2 y 5; 29/09/1997, págs. 1, 6 y 12; de 6/10/1997, pág. 1; 3/11/1997, págs. 1 y 4.


� Publicaciones del periódico ‘A Região’ en ediciones de las siguientes fechas: 4/8/1997, pág. 1; 11/8/1997, págs. 1 y 9; 22/9/1997, págs. 1 y 5; 29/9/2007, págs. 1 y 6; 6/10/1997, págs. 1 y 15; 3/11/1997, págs. 1 y 4; 17/11/1997, págs. 1 y 6; 8/12/1997, págs. 1 y 2; 22/12/1997, págs. 1 y 5; 9/12/1997, págs. 1 y 7; 


� Periódico ‘A Região’ de 15/12/1997, pág. 1 y 2.  Declaración de Monzar Brasil – Proceso Penal n. 65/2001, �pág. 187.


� Periódico ‘A Região’ de 12/01/1998. pág. 3.


� Investigación Policial, fls. 78/79 e 84/88 – ‘Laudo de Exame Cadavérico' 19/98 del Instituto Médico Legal Nina Rodrigues, de la Polícia Civil de Bahia.  Publicaciones del periódico ‘A Região’ en ediciones de las siguientes fechas:     18/01/1998. pág. 15; y 30/03/1998. pág. 1.  Investigación Policial. fls. 26 e 60 – Declaración de Edimilson Gustavo de Souza y declaración de Juliano Soares Miranda en la 15ª Divisão Regional de Polícia do Interior. 


� Declaración del testigo Sadraque Souza Reis al Juez Marcos Antonio Santos Bandeira - Proceso Penal n. 65/2001, pág. 2031.


� Proceso Penal n. 65/2001, pág. 21 - Declaración de José Freitas Oliveira, funcionario de la Gráfica Colorpress, ante la 15ª División Regional de Policía del Interior.


� Processo Penal n. 65/2001, pág. 649-50 - declaración de Pedro Roberto Santos Figueiredo al Juez Marcos Antonio Santos Bandeira.  


� Processo Penal n. 65/2001, pág. 304 - Informe de la 15ª Divisão Regional de Polícia do Interior de 13 de agosto de 1998 y Orden de Archivo de la Investigación Policial emitida por el Juez Marcos Antonio Santos Bandeira el 18 de noviembre de 1998.


� Proceso Penal n. 65/2001, pág. 207 - Ofício FENAJ/OF 033-98, enviado al Ministerio de Justicia el 11 de febrero de 1998.


� Proceso Penal n. 65/2001, pág. 215 - Carta respuesta de la Asistente de Gabinete del Ministro de Justicia a la Federación Nacional de Periodistas Profesionales con fecha 19 de marzo de 1998.


� Proceso Penal n. 65/2001, pág. 311/319 - Solicitud de reapertura de la investigación policial transmitida a la Vara do Júri de la Comarca de Itabuna por la Fiscal Cinthia Portela Lopes Sá Hage el 24 de abril de 2000 .


� Véase supra nota 13.


� IFEX, Call to presidential candidates to respect freedom of the press. Alerta de 5 de octubre de 1998, disponible en: http://www.ifex.org/es/content/view/full/6934.


� Párr. 69 de este Informe y Federación Nacional de Periodistas, Informe FENAJ sobre libertad de expresión y violencia contra periodistas. 1998, disponible en: � HYPERLINK "http://www.fenaj.org.br/federacao/comhumanos/Relatorio1998.htm" ��http://www.fenaj.org.br/federacao/comhumanos/Relatorio1998.htm�.


� Proceso Penal n. 65/2001, pág. 2037 - Declaración del testigo Pedro Roberto Santos Figueiredo al Juez Marcos Antonio Santos Bandeira.


� Observatorio da Imprensa, Jornalista Asesinado – desaparece un testigo, disponible en el portal de internet: � HYPERLINK "http://observatorio.ultimosegundo.ig.com.br/cadernos/cid091020021.htm" ��http://observatorio.ultimosegundo.ig.com.br/cadernos/cid091020021.htm�.


� Véase supra nota.


� Proceso Criminal No. 065/2001, Pronúncia decretada por el Juez Marcos Antonio Santos Bandeira en fecha 17 de junio de 2003, disponible en el portal de internet: http://www.amab.com.br/amab2006/sentencas.php?cod=32.


� Proceso Penal 65/2001, págs. 649/650 - Declaración del testigo Pedro Roberto Santos Figueiredo al Juez Marcos Antonio Santos Bandeira. Proceso Penal n. 65/2001, págs. 370/371 - Declaración de Maria Alice Araújo Pereira.


� Periódico ‘A Região’ de 5/6/2004. pág. 1.


� Proceso Penal n. 65/2001, pág. 2.054 - Sentencia de Absolución de la Vara do Júri de la Comarca de Itabuna, Estado de Bahia.


� Corte I.D.H., Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 144.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, �párr. 166.


� Corte I.D.H., Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149, párr. 147, donde se cita Caso Baldeón García Vs. Perú. Sentencia de 6 de abril de 2006. Serie C No. 147, párr. 92; Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, párr. 142 ; y Caso de la “Masacre de Mapiripán” Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134, párr. 233.


� Corte I.D.H., Caso Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Excepciones Preliminares. Sentencia de 23 de noviembre de 2004. Serie C No. 118, párrs. 71 y 73.


� Corte I.D.H., Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C No. 110.


� Corte I.D.H., Caso de la “Masacre de Mapiripán” Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134, párr. 110; Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109, párr. 141; Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103, párr. 41, y Caso “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros). Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 75.


� Véanse los párrs. 61, 62, 63, 120 y 121 del presente Informe. 


� Véase el párr. 74 del  presente Informe. 


� Véase el párr. 61 del presente Informe.


� Corte I.D.H., Caso Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Excepciones Preliminares. Sentencia de 23 de noviembre de 2004. Serie C No. 118, párr. 65.


� Corte I.D.H., La Colegiación Obligatoria de Periodistas (arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985. Serie A No. 5, párr. 69; Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 74, párr. 151; Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107, párrs. 112 y 116; Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 111, párrs. 82 y 86.   


� Corte I.D.H., Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) Vs. Chile. Sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C No. 73, párr. 64.


� Corte Europea de Derechos Humanos, Caso Oberschlick c. Austria, Caso No. 6/1990/197/257/, Sentencia de 23 de mayo de 1991.


� Corte I.D.H., La Colegiación Obligatoria de Periodistas (arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985. Serie A No. 5, párr. 70.


� Naciones Unidas, E/CN.4/1998/40, Informe del Relator Especial, Sr. Abid Hussain, presentado en cumplimiento de la Resolución 1997/27 de la Comisión Internacional de Derechos Humanos, 28 de enero de 1998, párrs. 107 y 108.


� Corte I.D.H., Caso Huilca Tecse Vs. Perú. Sentencia de 3 de marzo de 2005. Serie C No. 121, párr. 66.


� CIDH, Informe Anual 1999, Informe No. 50/99, Caso 11.739, Héctor Félix Miranda (México), párr. 52 e Informe No. 130/99, Caso 11.740, Víctor Manuel Oropeza (México), párr. 58.


� Véase párr. 59 del presente Informe.


� Véase supra notas 21 y 22. 


� Véase supra nota 22.


� CIDH, Informe Anual 1999, Informe No. 50/99, Caso 11.739, Héctor Félix Miranda (México, párr. 52.


� CIDH, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay, capítulo VI. Informe sobre la Libertad de Expresión en Paraguay. OEA/Ser./L/VII.110 doc. 52. 9 de marzo 2001, párr. 43. 


� Véanse párrs. 129, 130 y 131 del presente Informe.


� Idem.


� Caso de la “Masacre de Mapiripán” Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134, supra nota 43, párr. 111.


� Corte I.D.H., Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Excepción Preliminar. Sentencia de 30 de noviembre de 2005. Serie C No. 139, supra nota 43, párr. 148, Caso Baldeón García Vs. Perú. Sentencia de 6 de abril de 2006. Serie C No. 147, supra nota 4, párrs. 92 y 93; Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, supra nota 25, párr. 143; y Caso de la “Masacre de Mapiripán” Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134, supra nota 21, párrs. 219 y 223.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, �párr. 177. 


� CIDH, Informe Anual 1997, Informe No. 55/97, Caso 11.137, Juan Carlos Abella y otros (Argentina), párr. 412. Sobre el mismo tema, ver CIDH, Informe Anual 1997, Informe No. 52/97, Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas (Nicaragua), párrs. 96 y 97.


� Corte I.D.H., Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C No. 124, párr. 142; Caso Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Excepciones Preliminares. Sentencia de 23 de noviembre de 2004. Serie C No. 118, párr. 76; Caso de la “Masacre de Mapiripán” Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134, párr. 195.


� Corte I.D.H., Caso Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Excepciones Preliminares. Sentencia de 23 de noviembre de 2004. Serie C No. 118, párr. 83.


� Sobre este hecho, corresponde citar el artículo 6º del Código de Proceso Penal brasileño: 


Art. 6º  después de tomar conocimiento de una infracción penal, la autoridad policial deberá:


 II – incautar los objetos que tengan relación  con el hecho, después de liberados por los peritos penales;


III – recoger todas las pruebas que sirvan para el esclarecimiento del hecho y de sus circunstancias;


(…)


VI - proceder al reconocimiento de personas y cosas, así como a los careos correspondientes;


(…)


� Proceso Penal n. 65/2001, pág. 2031 - Declaración de la testigo Sadraque Souza Reis al Juez Marcos Antônio Santos Bandeira.


� Ídem, pág. 2033 y Proceso Penal n. 65/2001, pág. 2.044 - Declaración del testigo João Jacques Valois Coutinho al Juez Marcos Antônio Santos Bandeira.


� Véase supra nota 25.


� Véase supra nota 23.


Proceso Penal n. 65/2001, 345/346 - Declaración de José Carlos Moura al Bel. Gilberto Souza Mouzinho.


� Véase supra nota 25.


� Proceso Penal n. 65/2001, pág. 171 - Declaración de Marcel de Oliveira.


� Vide supra nota 71.


� Proceso Penal n. 65/2001, págs. 301-304 - Examen Pericial No. 04652/98 de 14 de julio de 1998, elaborado por el Instituto de Criminalística “Afrânio Peixoto” del Departamento de Policía Técnica del Estado de Bahia.


� Periódico ‘A Região’ de 04/09/2004. pág. 04.


� Proceso Penal n. 65/2001, págs. 370/371 - Declaraciones de Maria Alice Araújo Pereira. Proceso Penal n. 65/2001, págs. 374/375 - Declaraciones de Fernando Gomes.


� Proceso Penal n. 65/2001, pág. 303 verso.


� Oficio No. 520/98-DIR/DPF.IL/BA de 13 de mayo de 1998.


� Idem.


� Véase supra nota 73.


� Periódico ‘A Região’ de 30/03/1998. pág. 04.


� Proceso Penal n. 65/2001, págs. 300/302 - Informe de la Investigación Policial.


� Proceso Penal n. 65/2001, pág. 2.032 - Declaración del testigo Sadraque Souza Reis. Proceso Penal n. 65/2001, pág. 2.034 - Declaración del testigo Joelma dos Santos Alves. Investigación policial, págs. 203/204.


� Proceso Penal n. 65/2001, págs. 2043 y 2.069 - Declaración del testigo João Jacques Valois Coutinho.  Proceso Penal n. 65/2001, pág. 203 - Auto de Reconocimiento.


� Proceso Penal n. 65/2001, págs. 349/350 - Declaraciones de Pedro Roberto Santos Figueiredo rendidas ante el Ministerio Público el 7 de julio de 2000.


� Proceso Penal n. 65/2001, págs. 2037/38 - Declaración del testigo Pedro Roberto Santos Figueiredo al Juez Marcos Antônio Santos Bandeira. 


� Idem.


� Véase supra nota 90.


� Corte I.D.H., Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120, párr. 65.


� Corte I.D.H., Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C No. 124, párr. 160. En el mismo sentido, véase Corte Europea de Derechos Humanos.  Wimmer c. Alemania, no. 60534/00, § 23, 24 de mayo de 2005; Panchenko c. Rusia, no. 45100/98, § 129, 8 de febrero de 2005, y Todorov c. Bulgaria, no. 39832/98, § 45, 18 de enero de 2005.


� El artículo 5º, inciso I, del Código de Proceso Penal brasileño establece que “en los delitos de acción pública, la investigación policial será iniciada de oficio.”


� Corte I.D.H., Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99, párr. 134. Véase también CIDH, Resolución 1/03 sobre Juzgamiento de Crímenes Internacionales, 24 de octubre de 2003, en CIDH, Informe Anual 2003, 29 de diciembre de 2002, Anexo I.


� Corte I.D.H., Caso Trujillo Oroza Vs. Bolivia. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de febrero de 2002. Serie C No. 92, párrs. 99-101 y 109; y Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91, párrs. 74-77.


� Corte I.D.H., Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C No. 110, párr. 132; Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101, �párr. 156.


� Véase párrs. 45 a 50 del presente Informe.


� Véase párr. 50 del presente Informe. 


� A este respecto la CIDH ya se manifestó en el sentido de que los Estados tienen la obligación de suministrar a los familiares de las víctimas y a la sociedad en general información acerca de las circunstancias que rodean las violaciones graves de derechos humanos y acerca de la identidad de sus responsables. CIDH, Informe Anual 1998, Informe No. 1/99, Caso 10.480 (Lucio Parada Cea, Héctor Joaquín Miranda Marroquín, Fausto García Funes, Andrés Hernández Carpio, José Catalino Meléndez) y Carlos Antonio Martínez Romero), párr. 147. 


� Corte I.D.H., Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63; párr. 228.


� Corte Internacional Permanente de Justicia, Caso Wimbledon. Sentencia de 17 de agosto de 1923, Serie A, Nº 1; Corte Internacional de Justicia, Caso La Grand (Alemania c. Estados Unidos). Sentencia de 27 de junio de 2001. Lista General Nº 104 y Caso relativo a Avenar y otros nacionales mexicanos (México c. Estados Unidos). Sentencia de 31 de marzo de 2004. Lista General Nº 128. Véase además NGUYEN, Quoc Dinh; DAILLIER, Patrick; PELLET, Alain. Droit international public. 5. ed. Paris: L.G.D.J., 1994, p. 737.


� CIDH, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil, capítulo 1, párr. 6.


� Corte I.D.H., Caso Garrido y Baigorria Vs. Argentina. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie C No. 39, § 27.


� Corte I.D.H., El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal. Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. Serie A No. 16, párr. 140.


� CIDH, Informe Anual 1991. Informe No. 8/91. Caso 10.180, Diputados del Estado de Nuevo León (México), párr. 41 e Informe Anual 1993. Informe No. 14/93, Caso 10.956, Luis Felipe Brado Mena (México).


� CIDH, Informe Anual 1999. Informe No. 59/99. Caso 11.405, Newton Coutinho Mendes y otros (Brasil), �párr. 117.


� CIDH, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil, capítulo 1, párr. 5.


� Véase párrs. 69 y 126 del presente Informe.


� CIDH, Informe Anual 2001. Informe No. 35/01, Caso 11.364, Jailton Néri da Fonseca (Brasil), 22 de febrero de 2001, párr. 13 e Informe Anual 2000. Informe No. 10/00, Caso 11.599, Marcos Aurélio de Oliveira (Brasil), párr. 21.


� Corte I.D.H., Caso Castillo Páez Vs. Perú. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C No. 43, párr. 50.


� Corte I.D.H., Caso Garrido y Baigorria Vs. Argentina. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie C No. 39, párr. 41.


� Idem, párr. 47.


� Corte I.D.H., Caso Castillo Páez Vs. Perú. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C No. 43, párr. 53. La Corte Internacional de Justicia, en el caso Chorzów Factory, se refirió a los principios básicos del derecho internacional en relación con la reparación por la violación de obligaciones internacionales, señalando en ese sentido que “el principio fundamental que informa el concepto actual de acto ilícito – principio que parece estar establecido por la práctica internacional y, en particular, por las decisiones de los tribunales arbitrales – es que una reparación debe, en la medida de lo posible, corregir todas las consecuencias del acto ilícito y restablecer la situación anterior que ciertamente existiría si el acto no se hubiera cometido.  La restitución debe ser en especie o, si no fuera posible, mediante el pago de una suma correspondiente a su valor.  La indemnización, cuando sea necesaria, será por las pérdidas no cubiertas por la restitución en especie o por el pago de su valor. Estos son los principios que deben determinar la cuantía de la compensación debida por el acto contrario al derecho internacional.” P C I J Collection of Judgments, Series A, Nº 17, p. 47 (traducción libre).


� Véase, por ejemplo, Caso Factory, Chorzów, Jurisdicción, Sentencia Nº 8, 1927, Series A, Nº 9, p. 21.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, �párr. 166.


� CIDH, Informe No. 83/01, petición 11.581, Zulema Tarazona Arriate, Norma Teresa Pérez Chávez y Luis Alberto Bejarano Laura (Perú), párr. 27.


� Dicha declaración fue aprobada en 1994, bajo coordinación de la SIP. Según el Estado de Brasil la firma del Jefe del Estado brasileño representa el apoyo y compromiso del Gobierno de Brasil con la libertad de expresión y prensa.
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